17 de octubre de 2006.

8.- Segunda lectura, discusión y en su caso aprobación de dictámenes relativos a reformas constitucionales:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa para reformar el primer párrafo y la Fracción VIII del artículo 158 M, de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Jesús María Montemayor Garza, Francisco Saracho Navarro y Francisco Javier Z’Cruz Sánchez, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa para reformar el artículo 176 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, Horacio de Jesús del Bosque Dávila y Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.

9.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, relativo al oficio enviado por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble ubicado en la Carretera Acuña-Presa La Amistad, a la altura del kilómetro 4936.00 de esta ciudad, a efecto de enajenarlo a título gratuito a favor del Centro de Bachillerato Tecnológico Industrial y de Servicios Número 54, perteneciente a la Secretaría de Educación Pública de la Federación.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, relativo a la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, diversas áreas de propiedad municipal ubicadas en los Fraccionamientos “Nuevo Mirasierra”, “Jardines de los Bosques”, “Santa Cristina”, “Saltillo 2000 1ª Ampliación”, “Saltillo 2000 4ª Ampliación”, con el fin de enajenarlas a título gratuito mediante donación, a favor de la Secretaría de Educación y Cultura del Estado, con objeto de que se destinen a la construcción de Escuelas Primarias y Jardines de Niños.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, relativo al expediente formado con motivo de la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, se autorice a desincorporar del dominio público una superficie de 3,128.76 m2, del predio ubicado en la calle Arboledas de la Colonia “Del Valle” Segundo Sector , con una superficie total de 4,409.63 m2, quedando una superficie de 1,280.87 m2 que se designará como área municipal, a fin de permutar solo la superficie de 3,128.76 m2, por otro inmueble propiedad de “Inmobiliaria Capellanía”, ubicado en la misma colonia, el cual una vez permutado por el Municipio, se enajenaría a título oneroso para la construcción del Colegio Nacional de Capacitación Intensiva (Universidad CNCI).

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, relativo a la iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor del Sr. Carlos Rafael Rodríguez Martínez.

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, relativo al oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, mediante el cual solicita se valide la desincorporación de tres porciones de terreno municipal, ubicados en la Colonia Doctores, a favor de la agrupación “Hijos de Veteranos de la Revolución”, lo anterior en virtud de que el decreto número 113, de fecha 6 de noviembre de 1992, quedó sin vigencia y no fue escriturado en este tiempo.

F.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, relativo al oficio del Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho Municipio, para enajenar a título gratuito, un área municipal ubicada sobre el Blvd. Torreón-Matamoros de dicha ciudad, a favor de la Secretaría de la Defensa Nacional, lo anterior en virtud de que el decreto número 255 de fecha 12 de octubre de 2004, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal, así como la prórroga de 120 días con decreto número 626 de fecha 03 de febrero de 2006.

G.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, relativo a una iniciativa para reformar el artículo 383 del Código Civil para el Estado de Coahuila, propuesta por la Diputada Julieta López Fuentes, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

H.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, relativo a una iniciativa para reformar el artículo 110 de La Ley de Hacienda para el estado, el artículo 9 Fracción III, de la Ley de Seguridad Pública del Estado y el artículo 12 Fracción III de la Ley Reglamentaria del Registro Público del Estado, propuesta por el Diputado Juan Alejandro de Luna González, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.
I.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa para reformar el capítulo segundo del título cuarto de la Ley de Desarrollo Cultural para el estado de Coahuila, propuesta por la Diputada Julieta López Fuentes y los Diputados Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, Juan Carlos Ayup Guerrero y Horacio de Jesús del Bosque Dávila, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.

J.-  Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa de reforma para adicionar un tercer párrafo a la Fracción XXXIV del artículo 67 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Partido de la Revolución Democrática; el Diputado Alfredo Garza Castillo, del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el Diputado César Flores Sosa, del Partido Acción Nacional y el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo.
K.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa de reforma para adicionar un tercer párrafo al artículo 45 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Partido de la Revolución Democrática; el Diputado Alfredo Garza Castillo, del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el Diputado César Flores Sosa, del Partido Acción Nacional y el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo.

L.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a los oficios de los C.C. Raúl Ramón Noriega, Profesor Enrique Moreno Hernández, Profesora Eglantina Fernández González, Sergio Saúl Guadalajara Ruiz, Profesora Eugenia Margarita Sánchez Contreras, Dr. Jesús Andrés Aguilar Villa y Armando de la Rosa López, Regidores y Síndico del R. Ayuntamiento de Nava, Coahuila, mediante los cuales solicitan la destitución del Secretario del Ayuntamiento, del Tesorero, del Director de Seguridad Pública y del Director de Imagen Urbana de dicho municipio.

M.- Dictamen presentado por las Comisiones de Salud y de Seguridad Pública, relativo a la proposición con punto de acuerdo sobre “Investigación y evaluación del caso de brote de hepatitis en el penal de Monclova”, la cual fue presentada por la Diputada Silvia Garza Galván, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional.

N.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas del Agua y de Energía y Minas, relativo a una proposición con punto de acuerdo sobre “Apoyo a los grupos vulnerables por los altos cobros de diversos servicios”.

Ñ.- Dictamen presentado por la Comisión de Cultura y Actividades Cívicas, relativo a la iniciativa de decreto para que se inscriba con letras de oro en el muro de honor del Salón de Sesiones del Palacio del Congreso, la frase del Presidente Juárez “Entre los individuos como entre las naciones, el derecho al respeto ajeno es la paz”, propuesta por el Diputado Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.
DICTAMEN de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar el  primer párrafo  y la fracción VIII del artículo 158 M de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Jesús María Montemayor Garza, Francisco Saracho Navarro y Francisco Javier Z Cruz Sánchez, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión extraordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 de agosto del año en curso, se acordó turnar a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales,  la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa para reformar el  primer párrafo  y la fracción VIII del artículo 158 M de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Jesús María Montemayor Garza, Francisco Saracho Navarro y Francisco Javier Z Cruz Sánchez, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, y  103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa, para reformar el  primer párrafo  y la fracción VIII del artículo 158 M de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Jesús María Montemayor Garza, Francisco Saracho Navarro y Francisco Javier Z Cruz Sánchez, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

“ A partir del año de 1983, en el Artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se estableció que, en caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento y por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, las Legislaturas de los Estados podrán designar de entre los vecinos Concejos Municipales para concluir los períodos correspondientes, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes o que se celebren nuevas elecciones.

En concordancia con lo dispuesto. en el Artículo 115 de la Constitución General de la República, la mencionada facultad de designar Concejos Municipales, se incorporó al texto de la Constitución Política del Estado en el año de 1994, quedando consignada en los Artículos 67 y 134 del propio ordenamiento constitucional local.

Esta disposición, que contiene una previsión que permite evitar vacíos de autoridad y garantizar la gobernabilidad en los municipios, se mantiene vigente tanto en la Constitución Federal como en la Constitución del Estado. 

Por lo que se refiere a la legislación estatal, en el año 2001 se actualizaron las normas aplicables para constituir los Concejos Municipales y, conforme a ello, se estableció una nueva regulación que quedó contenida en la Constitución Política Local y en el Código Municipal para el Estado Coahuila.

Esta nueva regulación, quedó consignada en el Título Sexto de la Constitución Política del Estado, en los siguientes términos:

"Artículo 158-M. En caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o un Concejo Municipal por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, el Congreso del Estado constituirá un Concejo Municipal, conforme a las bases siguientes:

I. El Concejo Municipal se constituirá de entre los vecinos del Municipio de que se trate y estará integrado por un concejal presidente, un síndico y cinco concejales, propietarios y suplentes, que serán designados por insaculación por el Congreso del Estado.

II. Para realizar la designación, el Congreso del Estado por acuerdo. de la mayoría de sus miembros presentes, presentará una terna de vecinos para cada cargo del Concejo Municipal. Para tal efecto, podrán recibir propuestas de la ciudadanía de los Municipios que correspondan, bajo los requisitos, condiciones y límites que se fijen en la convocatoria respectiva.

III. Los vecinos del Municipio que formen parte de la terna que apruebe el Congreso del Estado, deberán cumplir, invariablemente, los requisitos de elegibilidad establecidos para los regidores; pero en todo caso, los vecinos deberán distinguirse por su honorabilidad, honestidad y compromiso ciudadano acreditados en la comunidad.

IV. De entre la terna propuesta se realizará, en forma pública, transparente y al mismo tiempo, la insaculación para cada integrante del Concejo Municipal, sea propietario o suplente, respectivamente.

V. El Concejo Municipal designado concluirá el período municipal correspondiente y ejercerá con plenitud las funciones que se otorgan a los miembros de los Ayuntamientos, respectivamente.

VI. Si alguno de los miembros del Concejo Municipal dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente o se procederá con arreglo a la ley.

VII. En el caso de que un Concejo Municipal se ubique en el supuesto previsto en el artículo anterior, el Congreso del Estado procederá de nueva cuenta a constituir el Concejo Municipal para concluir el período respectivo de conformidad con este artículo,

VIII. En todo caso, el Congreso del Estado deberá tomar las medidas necesarias para asegurar la gobernabilidad del Municipio mientras realiza la designación de los miembros del Concejo Municipal."

Como se señaló anteriormente, esta regulación también está contenida en términos similares en los Artículos 61 y 62 del Código Municipal para el Estado de Coahuila, con la diferencia de que en la primera de estas disposiciones, se incluyen como supuestos para que proceda la constitución de Concejos Municipales, la no celebración de la elección de munícipes antes del día señalado por la ley para la renovación del Ayuntamiento o cuando fuere declarada nula la elección.

En base a lo anteriormente señalado, se debe reconocer que la regulación contenida en los citados ordenamientos estatales, contempla con acierto los diversos casos en que es procedente constituir los Concejos Municipales y consigna con precisión el procedimiento que debe seguirse para ese efecto.

Por otra parte, conforme a lo previsto en la última fracción del Artículo 158-M. de nuestra Constitución y del correlativo Artículo 61 del Código Municipal, se aprecia que también está considerada la posibilidad de que en algunos casos pueden presentarse circunstancias que obstaculicen la constitución inmediata de los Concejos Municipales.

Teniendo en cuenta esa posibilidad, en las disposiciones anteriormente mencionadas, se establece que: "En todo caso, el Congreso del Estado deberá tomar las medidas necesarias para asegurar la gobernabilidad del Municipio mientras realiza la designación de los miembros del Concejo Municipal.".

Sin duda alguna, se puede decir que el sentido de esta previsión es correcto; más sin embargo, también se puede decir que está concebida en términos muy generales y que la falta de precisión sobre la forma en que se debe actuar en estos casos, puede dificultar la inmediata intervención del Congreso del Estado para cumplir con la finalidad de esta previsión, que es: "garantizar la gobernabilidad en los municipios".

Lo manifestado anteriormente, se basa en la consideración de que por la falta de precisión que se ha señalado, puede surgir alguna divergencia de criterios que complique la definición de las medidas que debe adoptar el Congreso del Estado, conforme a lo que se ordena en la mencionada previsión.

En cuanto al sentido de la misma previsión, se considera que también responde al propósito de que el Congreso pueda intervenir en forma inmediata, para evitar vacíos de autoridad en los municipios y asegurar la existencia de un órgano de gobierno transitorio que garantice la gobernabilidad en el municipio.

En virtud de lo expresado, se estima que es conveniente plantear una propuesta para la reforma del primer párrafo del Artículo 158-M de la Constitución Política del Estado, para incluir supuestos no contemplados constitucionalmente y que el Código Municipal consigna como casos en los que procede constituir Concejos Municipales. .

Asimismo, en dicha propuesta se plantearía la reforma de la Fracción VIII de la misma disposición constitucional, a efecto de que en su texto se haga la precisión de la forma en que debe actuar el Congreso del Estado, a fin de cumplir con lo que se establece en dicho apartado.

Conforme a ello, se considera conveniente proponer que, para los efectos de lo previsto en dicha disposición, se contemple el nombramiento de un órgano de gobierno o un cuerpo edilicio provisional, que en forma inmediata y transitoria asumiría el gobierno y la administración de los municipios.

Teniendo en cuenta que el sentido de dicha disposición, es de que exista una pronta intervención del Congreso del Estado, a efecto de que se garantice transitoriamente la gobernabilidad de los municipios, también se considera conveniente plantear que en los períodos de receso se pueda cumplir con lo señalado, así como que debe convocarse al Pleno del Congreso, para que proceda a la constitución del Concejo Municipal, en la forma que establece la Constitución Política local y el Código Municipal para el Estado de Coahuila.

Finalmente, se manifiesta que de considerarse procedente esta propuesta, posteriormente deberá plantearse la reforma del Artículo 61 del Código Municipal para el Estado de Coahuila, para su adecuación en concordancia con lo que se establezca en la Constitución Política local.

En virtud de lo expuesto y conforme a lo que se dispone en los Artículos 59, fracción " y 196, fracción 1, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en el Artículo 49, fracción IV, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, los suscritos, como Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional, sometemos a la consideración y aprobación del Pleno de la Quincuagésima Séptima legislatura, la siguiente: INICIATIVA DE DECRETO PARA LA REFORMA DEL PRIMER PÁRRAFO Y LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 158-M DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO.”

TERCERO.-  La reforma del primer párrafo y de la fracción VIII del artículo 158 M de la Constitución Política del Estado, que ahora se estudia y dictamina por esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, sin duda alguna le da mayor claridad al precepto.

En efecto, con toda razón observan los autores de la iniciativa que el Código Municipal en el  artículo 61, no solamente contempla los supuestos por los que conforme al párrafo inicial del artículo 158 M, el Congreso del Estado deberá proceder a constituir un Concejo Municipal, sino que además, establece que en todos aquellos casos en que no se haya verificado la elección de munícipes antes del día señalado por la ley para la renovación del ayuntamiento, o cuando fuere declarada nula, deberá procederse por el Congreso de igual manera.

Así las cosas, la reforma que se propone adicionando el párrafo primero del artículo 158 M con las hipótesis que contempla el artículo 61 del Código Municipal, no sólo enriquece el precepto constitucional, sino que lo cohonesta con el ordenamiento municipal, despejando con ello incertidumbres que en un momento dado pudiesen dar lugar a controversias jurídicas respecto a la constitucionalidad de los supuestos contenidos en el Código Municipal y no contemplados en la propia Constitución local como casos en los que el Congreso debe constituir un Concejo Municipal.

Dadas las circunstancias, y a efecto de asegurar la gobernabilidad municipal, se establece en la fracción VIII del artículo 158 M, que en todo caso, el Congreso del Estado deberá tomar las medidas necesarias, mientras realiza la designación de los miembros del Concejo Municipal.

Como bien lo observan los autores de la iniciativa, el precepto es sumamente general, pues la expresión “ medidas  necesarias ” por su amplitud, da lugar a la especulación y a interpretaciones dificultando la actuación del Congreso; por ello, la propuesta de que en forma inmediata y transitoria se proceda al nombramiento de un Concejo Provisional, despeja la duda acerca de lo que debe entenderse por “ medidas necesarias”, pues además se faculta a la Diputación Permanente para designarlo en los períodos de receso del Pleno, con lo cual se asegura la gobernabilidad del municipio.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, la  siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO PARA LA REFORMA DEL PRIMER PÁRRAFO Y LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 158-M DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el Primer Párrafo y la Fracción VIII del Artículo 158-M de la Constitución Política del Estado, para quedar como sigue:

Artículo 158-M. Cuando por cualquier circunstancia no se haya verificado la elección de munícipes antes del día señalado por la ley para la renovación del Ayuntamiento o cuando hubiere sido declarada nula, así como en el caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o un Concejo Municipal por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, el Congreso del Estado constituirá un Concejo Municipal, conforme a las bases siguientes:

I. ... ...........

II. ............

III. ...........

IV. ...........

V. ............

VI. ...........

VII...........

VIII. En todo caso, el Congreso del Estado deberá tomar las medidas necesarias para asegurar la gobernabilidad del Municipio, mientras realiza la designación de los miembros del Concejo Municipal.

Para cumplir con lo anteriormente señalado, al tenerse formal conocimiento de la existencia de uno de los supuestos a que se refiere este artículo y de considerarse necesario, el Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado, nombrará en forma inmediata un Concejo Provisional, formado por vecinos del municipio que cumplan con los requisitos y reúnan la cualidades que se mencionan en la fracción III de esta misma disposición.

El Concejo Provisional estará integrado por un Concejal Presidente y dos Concejales y se encargará en forma transitoria del gobierno y la administración del municipio, con el auxilio de los servidores públicos de las dependencias y organismos de la administración pública municipal, a partir de la fecha en que se formalice su nombramiento y hasta que asuma sus funciones el Concejo Municipal que nombre el Congreso del Estado, conforme a lo que se establece en este artículo.

Cuando el Congreso del Estado se encuentre en receso, el Presidente de la Diputación Permanente de manera inmediata hará la designación del Concejo Provisional y de igual manera convocará al Pleno de la Legislatura, para que haga la designación del Concejo Municipal en un plazo no mayor de quince días.

TRANSITORIOS:

PRIMERO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

TERCERO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 11 de Septiembre  de 2006. 
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DICTAMEN de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar el artículo 176 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, Horacio de Jesús del Bosque Dávila y Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión extraordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 de agosto del año en curso, se acordó turnar a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales,  la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa para reformar el artículo 176 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, Horacio de Jesús del Bosque Dávila y Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, y  103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa, para reformar el artículo 176 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, Horacio de Jesús del Bosque Dávila y Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

“ Desde 1917 a 1992, es decir durante 75 años, en el Artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, estuvo vigente la disposición que facultaba a las Legislaturas de los Estados, para determinar el número máximo de ministros de los cultos, según las necesidades locales.

Conforme a lo establecido en la citada disposición de la Constitución General de la República, en el Artículo 176 de la Constitución Política del Estado se consignó dicha facultad, en los siguientes términos: "El Poder Legislativo, expedirá una ley en que se determine el número máximo de ministros de los cultos, que pueden ejercer su ministerio en el Estado, según las necesidades del mismo.".

En la misma disposición de la Constitución Local, también se dispuso lo siguiente: "Es obligación muy especial del Gobernador del Estado y de los Presidentes Municipales, hacer que se cumplan fielmente las prescripciones del Artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.".

Como se señala anteriormente, la facultad asignada a las legislaturas estatales en materia de culto religioso, se mantuvo vigente en la Constitución General de la República durante largo tiempo, hasta que el día 29 de enero de 1992 queda derogada en virtud de la entrada en vigor de una reforma integral al Artículo 130 del mismo ordenamiento constitucional.

Así pues, en el nuevo texto del Artículo 130 de la Constitución Federal, se suprime la facultad que se asignaba a las legislaturas estatales para determinar el número máximo de los ministros de los cultos en el Estado y queda establecido un nuevo marco de facultades y responsabilidades para las autoridades de los estados y de los municipios, en materia de culto público y de iglesias y agrupaciones religiosas.

Según lo previsto en la Constitución General de la República, el 15 de julio de 1992 se expide la Ley de Asociaciones Religiosas y de Culto Público, en la que se complementa el marco jurídico de las facultades y responsabilidades que corresponden a los estados y municipios en la mencionada materia.

Aun cuando ha transcurrido un tiempo considerable desde la aprobación de la mencionada reforma constitucional federal y de la nueva Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, en el texto de la Constitución Política del Estado, se mantiene la derogada disposición que facultaba a la legislatura local a intervenir en la materia de culto religioso.

En virtud de lo señalado, se ha considerado que es conveniente promover la reforma del Artículo 176 de la Constitución Política del Estado, con el fin de actualizar su texto conforme a las nuevas disposiciones federales.

Al respecto, debe señalarse que con anterioridad se promovió una propuesta de reforma con el mismo fin, la cual no se concretó por haber quedado en suspenso la conclusión del trámite legislativo correspondiente.

Si bien se reconoce lo anterior, también se manifiesta la consideración de que dicha propuesta pudo haber tenido un mejor sentido, ya que en ella se optó por plantear la derogación de la disposición contenida en la Constitución Local, cuando hubiera sido más aconsejable plantear su reforma, para plasmar lo relativo a la intervención que ahora corresponde al Estado y los Municipios en la referida materia.

Al hacerse esta consideración, también se resalta la conveniencia de que en el texto de la Constitución Política Local, se consigne una referencia clara de que aún existen facultades y responsabilidades que deben ser asumidas por el Estado y los municipios, en la mencionada materia de asociaciones religiosas y culto público.

En virtud de lo señalado y conforme a lo que se dispone en los Artículos 59, fracción " y 196, fracción " de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en el Artículo 49, fracción IV, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, sometemos a la consideración y aprobación del Pleno de la Quincuagésima Séptima Legislatura, la siguiente: INICIATIVA DE DECRETO PARA lA REFORMA DEL ARTÍCULO 176 DE lA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO.”

TERCERO.- El texto vigente del artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece:

“ ARTÍCULO 130.- El principio histórico de la separación del Estado y las iglesias orienta las normas contenidas en el presente artículo. Las iglesias y demás agrupaciones religiosas se sujetarán a la ley.

Corresponde exclusivamente al Congreso de la Unión legislar en materia de culto público y de iglesias y agrupaciones religiosas. La ley reglamentaria respectiva, que será de orden público, desarrollará y concretará las disposiciones siguientes:

a) Las iglesias y las agrupaciones religiosas tendrán personalidad jurídica como asociaciones religiosas una vez que obtengan su correspondiente registro. La ley regulará dichas asociaciones y determinará las condiciones y requisitos para el registro constitutivo de las mismas.

b) Las autoridades no intervendrán en la vida interna de las asociaciones religiosas;

c) Los mexicanos podrán ejercer el ministerio de cualquier culto. Los mexicanos así como los extranjeros deberán, para ello, satisfacer los requisitos que señale le ley;

d) En los términos de la ley reglamentaria, los ministros de cultos no podrán desempeñar cargos públicos.

Como ciudadanos tendrán derecho a votar, pero no a ser votados. Quienes hubieren dejado de ser ministros de cultos con la anticipación y en la forma que establezca la ley, podrán ser votados.

e) Los ministros no podrán asociarse con fines políticos ni realizar proselitismo a favor o en contra de candidato, partido o asociación política alguna. Tampoco podrán en reunión pública, en actos del culto o de propaganda religiosa, ni en publicaciones de carácter religioso, oponerse a las leyes del país o a sus instituciones, ni agraviar, de cualquier forma, los símbolos patrios.

Queda estrictamente prohibida la formación de toda clase de agrupaciones políticas cuyo título tenga alguna palabra o indicación cualquiera que la relacione con alguna confesión religiosa. No podrán celebrarse en los templos reuniones de carácter político.

La simple promesa de decir verdad y de cumplir las obligaciones que se contraen, sujeta al que la hace, en caso de que faltare a ella, a las penas que con tal motivo establece la ley.

Los ministros de cultos, sus ascendientes, descendientes, hermanos y cónyuges, así como las asociaciones religiosas a que aquellos pertenezcan, serán incapaces para heredar por testamento, de las personas a quienes los propios ministros hayan dirigido o auxiliado espiritualmente y no tengan parentesco dentro del cuarto grado.

Los actos del estado civil de las personas son de la exclusiva competencia de las autoridades administrativas en los términos que establezcan las leyes, y tendrán la fuerza y validez que las mismas les atribuyan.

Las autoridades federales, de los Estados y de los Municipios tendrán en esta materia las facultades y responsabilidades que determine la ley.”

El texto del artículo 176 de la Constitución Política del Estado, cuya reforma se propone, dice literalmente:

“ Artículo 176. El Poder Legislativo, expedirá una Ley en que se determine el número máximo de ministros de los cultos, que pueden ejercer su ministerio en el Estado, según las necesidades del mismo. Es obligación muy especial del Gobernador del Estado y de los Presidentes Municipales, hacer que se cumplan fielmente las prescripciones del artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

Como fácilmente se advierte de las trascripciones hechas, les asiste la razón a los autores de la Iniciativa, en cuanto que efectivamente, el artículo 176 de la Constitución Política local, no armoniza con el texto vigente del artículo 130 constitucional que no contempla la facultad asignada a las legislaturas estatales para determinar el número máximo de los ministros de los cultos en el Estado.

Así las cosas, a efecto de establecer una congruencia entre nuestra Carta Magna, la Ley de Asociaciones Religiosas y de Culto Público y nuestra Constitución Política local, se impone reformar el artículo 176 de esta última, estableciendo para el C. Gobernador del Estado y los Presidentes Municipales la obligación de cumplir fielmente las prescripciones del artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; obligación que por otra parte se contiene en el artículo cuya reforma se propone.

Por lo demás, la obligación de observar la constitución general de la República que expresamente, en materia de culto, se impone a las autoridades estatales y municipales, no hace sino reforzar  la prevención que se enuncia en el artículo 183 de la Constitución Política local, que impone  a todo servidor público del Estado, guardar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la particular del Estado y las leyes que de ellas emanen; dicho precepto  dice:

“ Artículo 183. Todo servidor público en el Estado, antes de tomar posesión de su cargo o empleo, hará la protesta de guardar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la particular del Estado y las Leyes emanadas o que emanen de ambas, así como de desempeñar fielmente sus deberes. Si fueren de los que han de ejercer autoridad, añadirán la protesta de hacerlas guardar.”

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, la  siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO PARA LA REFORMA DEL ARTÍCULO 176 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el Artículo 176 de la Constitución Política del estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 176. Es obligación del Gobernador del Estado y de los Presidentes Municipales, hacer que se cumplan fielmente las prescripciones del Artículo 130 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

TRANSITORIOS:

PRIMERO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

TERCERO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 11 de Septiembre  de 2006. 
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación al oficio enviado por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 41,250.00 m2, ubicado en la carretera Acuña-Presa La Amistad, a la altura del kilómetro 4-936.00 de esta ciudad, a efecto de enajenarlo a título gratuito a favor del Centro de Bachillerato Tecnológico Industrial y de Servicios Número 54, perteneciente a la Secretaría de Educación Pública de la Federación.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Permanente del Congreso el día 27 de septiembre del año 2006, se dio cuenta del oficio enviado por el Presidente Municipal de Acuña, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 41,250.00 m2,  ubicado en la carretera Acuña-Presa La Amistad, a la altura del kilómetro 4-936.00 de esta ciudad, a efecto de enajenarlo a título gratuito a favor del Centro de Bachillerato Tecnológico Industrial y de Servicios Número 54, perteneciente a la Secretaría de Educación Pública de la Federación.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia de acta de cabildo de fecha 31 de agosto de 2006, mediante la cual se aprobó por unanimidad desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 41,250.00 m2, ubicado en la carretera Acuña-Presa La Amistad, a la altura del kilómetro 4-936.00 de esta ciudad, a efecto de enajenarlo a título gratuito a favor del Centro de Bachillerato Tecnológico Industrial y de Servicios Número 54, perteneciente a la Secretaría de Educación Pública de la Federación.

La superficie total de 41,250.00 m2, cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 150.00 metros y colinda con terrenos propiedad de INFONAVIT.

Al Sur:
mide 150.00 metros y colinda con carretera ciudad Acuña-Presa La Amistad.

Al Oriente:
mide 275.00 metros y colinda con propiedad de Abelardo Peña Villarreal.

Al Poniente:
mide 275.00 metros y colinda con terrenos propiedad del INFONAVIT.

Dicha superficie se encuentra inscrito a favor de R. Ayuntamiento de Acuña, Coahuila, en el Registro Público de Acuña bajo la Partida 2435, Foja 3, libro 9, sección I, de fecha 06 de diciembre de 1982.

QUINTO. Que el objeto de la operación es regularizar el predio que actualmente ocupa dicho Centro de Estudios desde hace treinta y tres años y que actualmente tiene 1,548 estudiantes y del que históricamente han graduado mas de 6,000 alumnos.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Acuña, Coahuila, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Acuña, Coahuila, para desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 41,250.00 m2, ubicado en la carretera Acuña-Presa La Amistad, a la altura del kilómetro               4-936.00 de esta ciudad, a efecto de enajenarlo a título gratuito a favor del Centro de Bachillerato Tecnológico Industrial y de Servicios Número 54, perteneciente a la Secretaría de Educación Pública de la Federación.

La superficie total de 41,250.00 m2, cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 150.00 metros y colinda con terrenos propiedad de INFONAVIT.

Al Sur:
mide 150.00 metros y colinda con carretera ciudad Acuña-Presa La Amistad.

Al Oriente:
mide 275.00 metros y colinda con propiedad de Abelardo Peña Villarreal.

Al Poniente:
mide 275.00 metros y colinda con terrenos propiedad del INFONAVIT.

Dicha superficie se encuentra inscrito a favor de R. Ayuntamiento de Acuña, Coahuila, en el Registro Público de Acuña bajo la Partida 2435, Foja 3, libro 9, sección I, de fecha 06 de diciembre de 1982.

ARTICULO SEGUNDO. Que el objeto de la operación es regularizar el predio que actualmente ocupa dicho Centro de Estudios desde hace treinta y tres años y que actualmente tiene 1,548 estudiantes y del que históricamente han graduado mas de 6,000 alumnos.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, octubre 04 de 2006.
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Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, diversas áreas de propiedad municipal ubicadas en los Fraccionamientos “Nuevo Mirasierra”, “Jardines de los Bosques”, “Santa Cristina”, “Saltillo 2000-1° Ampliación”, “Saltillo 2000- 4° Ampliación”, con el fin de enajenarlas a título gratuito mediante donación, a favor de la Secretaría de Educación y Cultura del Estado, con objeto de que se destinen a la construcción de escuelas primarias y jardines de niños.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 27 de Junio del año 2006, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, diversas áreas de propiedad municipal ubicadas en los Fraccionamientos “Nuevo Mirasierra”, “Jardines de los Bosques”, “Santa Cristina”, “Saltillo 2000-1° Ampliación”, “Saltillo 2000- 4° Ampliación”,con el fin de enajenarlas a título gratuito mediante donación, a favor de la Secretaría de Educación y Cultura del Estado, con objeto de que se destinen a la construcción de escuelas primarias y jardines de niños.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;
CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmueble del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta, mediante el cual fue aprobado el 8 de junio del 2006, conforme al cual se decidió por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo autorizar la desincorporación del dominio público municipal, diversas áreas de propiedad municipal ubicadas en los Fraccionamientos “Nuevo Mirasierra”, “Jardines de los Bosques”, “Santa Cristina”, “Saltillo 2000-1° Ampliación”, “Saltillo 2000- 4° Ampliación”,con el fin de enajenarlas a título gratuito mediante donación, a favor de la Secretaría de Educación y Cultura del Estado, con objeto de que se destinen a la construcción de escuelas primarias y jardines de niños y se describen de la siguiente manera:

1.- Área municipal ubicada en el fraccionamiento NUEVO MIRASIERRA, para la construcción de un Jardín de Niños, con una superficie de 2,575.00 m2, ( dos mil quinientos setenta y cinco metros cuadrados), con las siguientes medidas y colindancias: 

Al Norte:
Mide 44.00 metros y colinda con área municipal.

Al Sur:
Mide 50.10 metros y colinda con calle Prolongación Ciprés.

Al Oriente:
Mide 50.00 metros y colinda con calle Prolongación N°. 19.

Al Poniente:
Mide 63.50 metros y colinda con área propuesta para Escuela.

2.- Área municipal ubicada en el fraccionamiento NUEVO MIRASIERRA, para la construcción de una Escuela Primaria, con una superficie de 5,080.00 m2, ( cinco mil ochenta metros cuadrados), y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
Mide 65.00 metros y colinda con área municipal.

Al Sur:
Mide 56.20 metros y colinda con calle Prolongación Ciprés.

Al Oriente:
Mide 63.50 metros y colinda con área propuesta para jardín de niños.

Al Poniente:
Mide 89.00 metros y colinda con calle Río Yaqui.

3.- Área municipal ubicada en el fraccionamiento JARDINES DE LOS BOSQUES, para la construcción de una Escuela Primaria, con una superficie de 4,651.59 m2, (cuatro mil seiscientos cincuenta y uno punto cincuenta y nueve metros cuadrados), y cuenta las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
Mide 30.20 metros y colinda con calle Santa Cecilia.

Al Sur:
Mide 31.27 metros y colinda con calle Santa Patricia.

Al Oriente:
Mide 151.00 metros y colinda con propiedad privada.

Al Poniente:
Mide 151.00 metros y colinda con calle Pino.

4.- Área municipal ubicada en el fraccionamiento SANTA CRISTINA, para la construcción de un Jardín de Niños, con una superficie de 2,506.00 m2, (dos mil quinientos seis metros cuadrados), y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
Mide 89.50 metros y colinda con calle Santa Rosa.

Al Sur:
Mide 89.50 metros y colinda con  calle Santa María.

Al Oriente:
Mide 28.00 metros y colinda con calle Santa Gertrudis.

Al Poniente:
Mide 28.00 metros y colinda con área municipal.

5.-Área municipal ubicada en el fraccionamiento SALTILLO 2000 1° AMPLIACIÓN, para la construcción de un Jardín de Niños, con una superficie de 3,061.04 m2, (tres mil sesenta y uno punto cero cuatro metros cuadrados), y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
Mide 91.00 metros y colinda con Escuela Secundaria.

Al Sur:
Mide 93.40 metros y colinda con calle Escuela de Música.

Al Oriente:
Mide 33.00 metros y colinda con calle Infoteca.

Al Poniente:
Mide 33.40 metros y colinda con calle Recinto de Juárez.

6.- Área municipal ubicada en el fraccionamiento SALTILLO 2000 4° AMPLIACIÓN, para la construcción de una Escuela Primaria, con una superficie de 5,003.40 m2, (cinco mil tres punto cuarenta metros cuadrados), y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
Mide 80.70 metros y colinda con calle Ciruelos.

Al Sur:
Mide 80.70 metros y colinda con calle Manzanos.

Al Oriente:
Mide 62.00 metros y colinda con área municipal.

Al Poniente:
Mide 62.00 metros y colinda con calle Chabacanos.

El objeto de la desincorporación es para la construcción de centros educativos de nueva creación.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el ayuntamiento del municipio de Saltillo ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de un bien del dominio público, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, Coahuila, para que desincorpore del dominio público, diversas áreas de propiedad municipal ubicadas en los Fraccionamientos “Nuevo Mirasierra”, “Jardines de los Bosques”, “Santa Cristina”, “Saltillo 2000-1° Ampliación”, “Saltillo 2000- 4° Ampliación”, con el fin de enajenarlas a título gratuito mediante donación, a favor de la Secretaría de Educación y Cultura del Estado, con objeto de que se destinen a la construcción de escuelas primarias y jardines de niños, y se describen de la siguiente manera:

1.- Área municipal ubicada en el fraccionamiento NUEVO MIRASIERRA, para la construcción de un Jardín de Niños, con una superficie de 2,575.00 m2, ( dos mil quinientos setenta y cinco metros cuadrados), con las siguientes medidas y colindancias: 

Al Norte:
Mide 44.00 metros y colinda con área municipal.

Al Sur:
Mide 50.10 metros y colinda con calle Prolongación Ciprés.

Al Oriente:
Mide 50.00 metros y colinda con calle Prolongación N°. 19.

Al Poniente:
Mide 63.50 metros y colinda con área propuesta para Escuela.

2.- Área municipal ubicada en el fraccionamiento NUEVO MIRASIERRA, para la construcción de una Escuela Primaria, con una superficie de 5,080.00 m2, ( cinco mil ochenta metros cuadrados), y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
Mide 65.00 metros y colinda con área municipal.

Al Sur:
Mide 56.20 metros y colinda con calle Prolongación Ciprés.

Al Oriente:
Mide 63.50 metros y colinda con área propuesta para jardín de niños.

Al Poniente:
Mide 89.00 metros y colinda con calle Río Yaqui.

3.- Área municipal ubicada en el fraccionamiento JARDINES DE LOS BOSQUES, para la construcción de una Escuela Primaria, con una superficie de 4,651.59 m2, (cuatro mil seiscientos cincuenta y uno punto cincuenta y nueve metros cuadrados), y cuenta las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
Mide 30.20 metros y colinda con calle Santa Cecilia.

Al Sur:
Mide 31.27 metros y colinda con calle Santa Patricia.

Al Oriente:
Mide 151.00 metros y colinda con propiedad privada.

Al Poniente:
Mide 151.00 metros y colinda con calle Pino.

4.- Área municipal ubicada en el fraccionamiento SANTA CRISTINA, para la construcción de un Jardín de Niños, con una superficie de 2,506.00 m2, (dos mil quinientos seis metros cuadrados), y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
Mide 89.50 metros y colinda con calle Santa Rosa.

Al Sur:
Mide 89.50 metros y colinda con  calle Santa María.

Al Oriente:
Mide 28.00 metros y colinda con calle Santa Gertrudis.

Al Poniente:
Mide 28.00 metros y colinda con área municipal.

5.-Área municipal ubicada en el fraccionamiento SALTILLO 2000 1° AMPLIACIÓN, para la construcción de un Jardín de Niños, con una superficie de 3,061.04 m2, (tres mil sesenta y uno punto cero cuatro metros cuadrados), y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
Mide 91.00 metros y colinda con Escuela Secundaria.

Al Sur:
Mide 93.40 metros y colinda con calle Escuela de Música.

Al Oriente:
Mide 33.00 metros y colinda con calle Infoteca.

Al Poniente:
Mide 33.40 metros y colinda con calle Recinto de Juárez.

6.- Área municipal ubicada en el fraccionamiento SALTILLO 2000 4° AMPLIACIÓN, para la construcción de una Escuela Primaria, con una superficie de 5,003.40 m2, (cinco mil tres punto cuarenta metros cuadrados), y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
Mide 80.70 metros y colinda con calle Ciruelos.

Al Sur:
Mide 80.70 metros y colinda con calle Manzanos.

Al Oriente:
Mide 62.00 metros y colinda con área municipal.

Al Poniente:
Mide 62.00 metros y colinda con calle Chabacanos.

El objeto de la desincorporación es para la construcción de centros educativos de nueva creación.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerán un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 11 de octubre de 2006.

COMISIÓN DE FINANZAS

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	              Dip. José Luis Moreno Aguirre



	Dip. Jesús María Montemayor Garza


	        Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone



	Dip. Julián Montoya de la Fuente


	           Dip. César Flores Sosa



	Dip. Luis Gurza Jaidar
	                Dip. Lorenzo Dávila Hernández




Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza

Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, con relación al expediente formado con motivo de la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, se autorice a desincorporar del dominio público una superficie de 3,128.76 m2, del predio ubicado en la calle arboledas de la colonia “Del Valle” segundo sector , con una superficie total de 4,409.63 m2, quedando una superficie de 1,280.87 m2 que se designará como área municipal, a fin de permutar solo la superficie de 3,128.76 m2, por otro inmueble propiedad de “Inmobiliaria Capellanía”, ubicado en la misma colonia, el cual una vez permutado por el municipio, se enajenaría a título oneroso para la construcción del Colegio Nacional de Capacitación Intensiva (UNIVERSIDAD CNCI).

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el 11 de julio del año 2006, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, se autorice a desincorporar del dominio público una superficie de 3,128.76 m2, del predio ubicado en la calle arboledas de la colonia “Del Valle” segundo sector , con una superficie total de 4,409.63 m2, quedando una superficie de 1,280.87 m2 que se designará como área municipal, a fin de permutar solo la superficie de 3,128.76 m2, por otro inmueble propiedad de “Inmobiliaria Capellanía”, ubicado en la misma colonia, el cual una vez permutado por el municipio, se enajenaría a título oneroso para la construcción del Colegio Nacional de Capacitación Intensiva (UNIVERSIDAD CNCI).

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmueble del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia de acta de cabildo, de fecha 14 de febrero de 2006, conforme al cual se decidió por unanimidad de los miembros integrantes del Cabildo, se desincorpore del dominio público una superficie de 3,128.76 m2, del predio ubicado en la calle arboledas de la colonia “Del Valle” segundo sector, con una superficie total de 4,409.63 m2, quedando una superficie de 1,280.87 m2 que se designará como área municipal, a fin de permutar solo la superficie de 3,128.76 m2, por otro inmueble propiedad de “Inmobiliaria Capellanía”, ubicado en la misma colonia, el cual una vez permutado por el municipio, se enajenaría a título oneroso para la construcción del Colegio Nacional de Capacitación Intensiva (UNIVERSIDAD CNCI).

El predio municipal, se describe como área municipal, con una superficie de 3,128.76 metros cuadrados, ubicado en la calle arboledas de la colonia Del Valle, segundo sector. 

La superficie cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 63.00 metros y colinda con área comercial.

Al Oriente:

mide 153.50 metros y colinda con CIBIOSA.

Al Sureste:

mide 130.00 metros y colinda con la calle arboleda.
Esta superficie en mención se encuentra inscrita a favor del municipio de Ramos Arizpe, en el Registro Público de Saltillo, Coahuila, bajo la Partida 1189, Foja 61, Libro 6-D, Sección I,  de fecha 2 de abril de 1984.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe para que desincorpore del dominio público municipal, una superficie de 3,128.76 m2, del predio ubicado en la calle arboledas de la colonia “Del Valle” segundo sector, de una superficie total de 4,409.63 m2, quedando una superficie de 1,280.87 m2 que se designará como área municipal.

La superficie propiedad del municipio, se describe como área municipal, con una superficie de 3,128.76 metros cuadrados, ubicado en la calle arboledas de la colonia Del Valle, segundo sector.  

La superficie cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:

mide 63.00 metros y colinda con área comercial.

Al Oriente:

mide 153.50 metros y colinda con CIBIOSA.

Al Sureste:

mide 130.00 metros y colinda con la calle arboleda.
Esta superficie en mención se encuentra inscrita a favor del municipio de Ramos Arizpe, en el Registro Público de Saltillo, Coahuila, bajo la Partida 1189, Foja 61, Libro 6-D, Sección I,  de fecha 2 de abril de 1984.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble y cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerán un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 11 de octubre de 2006.

COMISIÓN DE FINANZAS

	Dip. Raúl Xavier González Valdés

Coordinador


	                  Dip. José Luis Moreno Aguirre

	Dip. Jesús María Montemayor Garza


	        Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone



	Dip. Julián Montoya de la Fuente

               Dip. Luis Gurza Jaidar                                   


	                  Dip. César Flores Sosa

                Dip. Lorenzo Dávila Hernández




Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza

Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor del Sr. Carlos Rafael Rodríguez Martínez.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 27 de septiembre del 2006, se recibió iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor del Sr. Carlos Rafael Rodríguez Martínez.

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por el Pleno del Congreso, dicho expediente se turnó a la Comisión de Finanzas para su estudio y dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva, como por lo dispuesto en los artículos 104, 144 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO. El Ejecutivo Estatal estima necesario reconocer a aquellas personas que colaboraron en la Administración Pública del Estado, particularmente en el desempeño de funciones encaminadas a mantener la seguridad pública en la entidad y que, en cumplimiento de esas funciones, han sufrido algún accidente.

TERCERO.  Tal es el caso del Sr. Carlos Rafael Rodríguez Martínez se desempeño como Policía Estatal de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado durante más de once años, causando baja el 15 de marzo de 2006, por motivo de haber sufrido un accidente de trabajo el cuál le provocó incapacidad total permanente.

En virtud de lo anterior, y considerando el desempeño del Señor Carlos Rafael Rodríguez Martínez, el Ejecutivo a mi cargo propone a esa Legislatura se autorice el otorgamiento de una pensión vitalicia, en mérito a los servicios por él prestados al Gobierno del Estado, por lo que me permito someter para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que otorgue una pensión vitalicia al Sr. Carlos Rafael Rodríguez Martínez, por la cantidad de $4,000.00 (Cuatro Mil Pesos 00/100 M.N.) mensuales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que la pensión a que se alude en el artículo anterior, sea incrementada de acuerdo y en proporción al porcentaje de aumento que en el futuro se autorice para los trabajadores al servicio del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO TERCERO. La pensión a que se hace mención en el presente decreto, será pagada al Sr. Carlos Rafael Rodríguez Martínez, por la Secretaría de Finanzas del Estado, de la Administración Pública Estatal, con cargo a la partida correspondiente del Presupuesto de Egresos del Estado.

ARTÍCULO CUARTO. La pensión a que se refiere el presente decreto será incompatible con cualquiera otra que otorgue el Gobierno del Estado, por lo que en caso contrario, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. La pensión vitalicia que se otorga mediante este decreto, quedará automáticamente cancelada al ocurrir el fallecimiento de su titular. Por lo tanto, la Secretaría de Finanzas deberá realizar los procedimientos administrativos, contables y financieros que correspondan para proceder a cancelar, en la partida respectiva del presupuesto de egresos y demás documentación en que sea necesario, esta pensión.
TERCERO. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo segundo del presente, la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado deberá establecer los mecanismos necesarios para verificar con la periodicidad que estime conveniente, que el beneficiario de la pensión que se otorga en este decreto, no haya fallecido. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 11 de octubre del 2006.
COMISIÓN DE FINANZAS

	Dip. Raúl Xavier González Valdés                   

Coordinador


	Dip. José Luis Moreno Aguirre

	Dip. Jesús María Montemayor Garza      
	          Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone
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Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza

Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, mediante el cual solicita se valide la desincorporación de tres porciones de terreno municipal que juntos suman 30,000 m2, ubicados en la colonia Doctores, a favor de la Agrupación “Hijos de Veteranos de la Revolución”, lo anterior en virtud de que el decreto número 113, de fecha 6 de noviembre de 1992, quedó sin vigencia y no fue escriturado en este tiempo.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 24 de Agosto del año 2006, se dio cuenta del oficio del Presidente Municipal de Piedras Negras, mediante el cual solicita se valide la desincorporación de tres porciones de terreno municipal que juntos suman 30,000 m2, ubicados en la colonia Doctores, a favor de la Agrupación “Hijos de Veteranos de la Revolución”,  lo anterior en virtud de que el decreto número 113, de fecha 6 de noviembre de 1992, quedó sin vigencia y no fue escriturado en este tiempo.

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por la Diputación Permanente del Congreso dicho expediente se turnó a la Comisión de Finanzas para su estudio y dictamen, y :

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que en cumplimiento con lo que señala el artículo 273 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento de Piedras Negras, Coahuila, envía acta certificada de la sesión de cabildo de fecha 21 de agosto del año 2006, en la que se contiene el acuerdo conforme al cual se decidió por unanimidad de los miembros integrantes del Cabildo, se valide la desincorporación de tres porciones de terreno municipal que juntos suman 30,000 m2, ubicados en la colonia Doctores, a favor de la Agrupación “Hijos de Veteranos de la Revolución”, lo anterior en virtud de que el decreto número 113, de fecha 6 de noviembre de 1992, quedó sin vigencia y no fue escriturado en este tiempo.

TERCERO. Que como se desprende del oficio remitido por el Presidente Municipal de Piedras Negras, al cual se ha hecho mención con anterioridad, así como de la documentación anexa al mismo, efectivamente el día 6 de noviembre de 1992, se publicó el decreto número 113, donde se autoriza a enajenar a título gratuito a favor de la Agrupación “Hijos de Veteranos de la Revolución”.

CUARTO. Que el objeto de la operación que se valida es continuar con los trámites de escrituración.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a consideración de la Permanente del Congreso, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, Coahuila, para la desincorporación de tres porciones de terreno municipal que juntos suman 30,000 m2, ubicados en la colonia Doctores, a favor de la Agrupación “Hijos de Veteranos de la Revolución”, lo anterior en virtud de que el decreto número 113, de fecha 6 de noviembre de 1992, quedó sin vigencia y no fue escriturado en este tiempo.

ARTÍCULO SEGUNDO. Esta validación tendrá por objeto continuar con los trámites de escrituración.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Piedras Negras, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberán formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO. En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el período de la administración municipal 2006-2009, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación de los citados inmuebles.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta de los particulares a favor de quien se enajena.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.
TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. Las operaciones iniciadas y formalizadas conforme a lo establecido en el Decreto 113, publicado en el periódico Oficial del Gobierno del Estado el día 6 de noviembre de 1992, tendrán plena validez.

ARTÍCULO SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones  del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, octubre 11 de 2006.
COMISIÓN DE FINANZAS
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                                   Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito, un área municipal ubicada sobre el Blvd. Torreón-Matamoros de dicha ciudad, a favor de la Secretaría de la Defensa Nacional, lo anterior en virtud de que el Decreto Número 255 de fecha 12 de octubre de 2004, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal, así como la prórroga de 120 días con Decreto Número 626 de fecha 03 de febrero de 2006.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el 5 de septiembre del año 2006, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, para que se declare la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito, un área municipal ubicada sobre el Blvd. Torreón-Matamoros de dicha ciudad, a favor de la Secretaría de la Defensa Nacional, lo anterior en virtud de que el Decreto Número 255 de fecha 12 de octubre de 2004, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal, así como la prórroga de 120 días con Decreto Número 626 de fecha 03 de febrero de 2006.

SEGUNDO. Que por acuerdo la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO.  Dicha desincorporación fue autorizada con Decreto 212 de fecha 18 de junio de 2004.

TERCERO.- Que, en cumplimiento con lo que señalan los artículos 273 y 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, el ayuntamiento envía acta original de la sesión de cabildo de fecha 27 de julio de 2004, en la que se contiene el acuerdo conforme al cual se decidió, por unanimidad de los miembros integrantes del Cabildo autorizar la enajenación a título gratuito, un área municipal ubicada sobre el Blvd. Torreón-Matamoros de dicha ciudad, a favor de la Secretaría de la Defensa Nacional, lo anterior en virtud de que el decreto número 255 de fecha 12 de octubre de 2004, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal.

I.- La superficie de 989,056.015 m2, y  se identifica de la siguiente manera:

Partiendo del vértice 1 ubicado en Blvd. Torreón-Matamoros que limita al poniente con el predio del panteón existente, se mide con rumbo S00°30´00”E una distancia de 773.737 metros para llegar al punto 2, colindando este tramo con el panteón Jardines del Tiempo y Fraccionamiento Cerrada Las Flores I y II etapa; del anterior punto con rumbo N89°30´00”E, se mide una distancia de 1,237.88 metros para llegar al punto 3, colindando este tramo con el Fraccionamiento Latinoamericano; del anterior punto con rumbo N06°30´00”W, se miden 135.50 metros para llegar al punto 4; de este punto con rumbo N00°30´00”W se miden 101.00 metros para llegar al punto 5; de este punto con rumbo N05°30´00”E, se miden una distancia de 176.00 metros para llegar al punto 6; de este punto con rumbo N50°30´00”E, se mide una distancia de 205.25  metros para llegar al punto 7; de este punto con rumbo N29°30´00”W, se mide una distancia de 268.062 metros para llegar al punto 8; todos estos tramos colindantes al Poblado El Águila; y finalmente del punto 8 con rumbo S89°30´00”W se mide una distancia de 1,273.39 metros para llegar al punto 1, punto de partida de la poligonal, colindando este último tramo con el Blvd. Torreón-Matamoros.

Superficie que según se desprende de la constancia que expide el Director Registrador del Registro Público de la ciudad de Torreón, Coahuila; se encuentra inscrita bajo la Partida número 83, Folio 122, Volumen 198, Sección I  , de fecha 15 de enero de 1952,  registrada a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, Coahuila. 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se autoriza la validación del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila para enajenar a título gratuito, un área municipal con una superficie de 989,056.015 m2, ubicada sobre el Blvd. Torreón-Matamoros de dicha ciudad, a favor de la Administración Pública Federal para que por conducto de la Secretaría de la Función Pública sea destinado a la Secretaría de la Defensa Nacional y ésta destine y utilice el inmueble exclusivamente para la ubicación de un campo de concentración militar, lo anterior en virtud de que el decreto número 255 de fecha 12 de octubre de 2004, en el que se autorizó anteriormente esta operación, quedó sin vigencia al término de la pasada administración municipal, así como la prórroga de 120 días con Decreto Número 626 de fecha 03 de febrero de 2006.

I.- La superficie de 989,056.015 m2, y  se identifica de la siguiente manera:

Partiendo del vértice 1 ubicado en Blvd. Torreón-Matamoros que limita al poniente con el predio del panteón existente, se mide con rumbo S00°30´00”E una distancia de 773.737 metros para llegar al punto 2, colindando este tramo con el panteón Jardines del Tiempo y Fraccionamiento Cerrada Las Flores I y II etapa; del anterior punto con rumbo N89°30´00”E, se mide una distancia de 1,237.88 metros para llegar al punto 3, colindando este tramo con el Fraccionamiento Latinoamericano; del anterior punto con rumbo N06°30´00”W, se miden 135.50 metros para llegar al punto 4; de este punto con rumbo N00°30´00”W se miden 101.00 metros para llegar al punto 5; de este punto con rumbo N05°30´00”E, se miden una distancia de 176.00 metros para llegar al punto 6; de este punto con rumbo N50°30´00”E, se mide una distancia de 205.25  metros para llegar al punto 7; de este punto con rumbo N29°30´00”W, se mide una distancia de 268.062 metros para llegar al punto 8; todos estos tramos colindantes al Poblado El Águila; y finalmente del punto 8 con rumbo S89°30´00”W se mide una distancia de 1,273.39 metros para llegar al punto 1, punto de partida de la poligonal, colindando este último tramo con el Blvd. Torreón-Matamoros.

Superficie que según se desprende de la constancia que expide el Director Registrador del Registro Público de la ciudad de Torreón, Coahuila; se encuentra inscrita bajo la Partida número 83, Folio 122, Volumen 198, Sección I  , de fecha 15 de enero de 1952,  registrada a favor del R. Ayuntamiento de Torreón, Coahuila. 

SEGUNDO.- El Objeto de esta operación es con el fin de formalizar la entrega de dicho inmueble a favor de sus actuales poseedores.

TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila., por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberán formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

CUARTO .  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el periodo de la administración municipal 2006 - 2009, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta de la Administración Pública Federal.

SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones “Luis Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila,  octubre 11 de 2006.
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Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza

DICTAMEN de las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales  y de Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar el Artículo 383 del Código Civil Para el Estado de Coahuila, propuesta por la diputada Julieta López Fuentes, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 20 de junio del año en curso, se acordó turnar a las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales, y de Justicia, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales  y de Justicia, la Iniciativa para reformar el Artículo 383 del Código Civil Para el Estado de Coahuila, propuesta por la diputada Julieta López Fuentes,   del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, y V, 103 fracción I, 107 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa, para reformar el Artículo 383 del Código Civil Para el Estado de Coahuila, propuesta por la diputada Julieta López Fuentes, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional;   se basa en las consideraciones siguientes:

“ La célula básica sobre la que se funda la sociedad, la constituye el matrimonio; por ello, la legislación ha previsto en el Código Civil diversas disposiciones tendientes a garantizar una relación de pareja estable y permanente.

Igualmente, la propia legislación, considerando las circunstancias personales en la vida de cada persona, ha previsto también la posibilidad de que se pueda decretar un divorcio, es decir la terminación del contrato matrimonial por varias causales legales.

Nuestra legislación civil previene dos procedimientos para obtener el divorcio: el divorcio necesario que es un contencioso en donde las partes buscan comprobar a través del litigio, las causales necesarias para llegar a la disolución del vínculo matrimonial; y el divorcio por mutuo consentimiento, en donde las partes en un sentido más civilizado y conciliador, llegan al acuerdo de concluir la relación matrimonial, sin necesidad de juicios prolongados que impliquen un desgaste adicional a la familia, de lo que por sí mismo representa el propio procedimiento de divorcio

En efecto, el juicio de divorcio necesario implica además de gastos en especialistas del derecho, pruebas periciales y sobre todo, problemas emocionales entre los miembros de la familia y en especial de los hijos.

Por ello, y con justa razón, el Código Civil para el Estado de Coahuila previene en su artículo lo siguiente:

ARTÍCULO 383 En virtud del divorcio, los cónyuges recobrarán su entera capacidad para contraer nuevo matrimonio.

El cónyuge que haya dado causa al divorcio no podrá volver a casarse sino después de dos años, a contar desde que la sentencia de divorcio causó ejecutoria.

Lo consignado en la legislación de sancionar al o a la cónyuge responsable del divorcio necesario es adecuado, toda vez que a luz del derecho, resulta obvio que con su conducta ha causado daño a su familia y que por ende, además de otras obligaciones que le impone la ley, también debe permanecer sin posibilidad legal de contraer nuevas nupcias hasta pasados los dos años, a efecto de que pondere su conducta y no vuelva a incurrir en ella.

Sin embargo, el propio artículo sigue refiriendo una línea adicional que señala:

Igual prohibición recaerá sobre quienes se divorcien voluntariamente.

Esta afirmación resulta ser discriminatoria, ya que si bien, el divorcio no constituye la mejor alternativa, es un derecho que está previsto en la ley y que responde a realidades sociales.

El hecho de equiparar la sanción de dos años a quienes obtengan el divorcio por la vía de la conciliación y el mutuo acuerdo, con quien ha dado motivos graves para el término de la relación matrimonial por la vía del divorcio necesario, es a todas luces, inequitativo.

Es importante señalar que al hacer uso del derecho comparado, podemos apreciar como en otras legislaciones, los plazos son menores o de plano no existen.

Tal es el caso del Código Civil para el Distrito Federal que no señala plazo alguno:

Artículo 289.- En virtud del divorcio, los cónyuges recobrarán su entera capacidad para contraer matrimonio.

El Código Civil de Nuevo León, otorga un año, o menos si así el Juez lo determina:

ARTICULO 289_- En virtud del divorcio, los cónyuges recobrarán su entera capacidad para contraer nuevo matrimonio.

El cónyuge que haya dado causa al divorcio, no podrá volver a casarse, sino después de dos años, a contar desde que se decretó el divorcio.

Para que los cónyuges que se divorcien voluntariamente, puedan volver a contraer matrimonio es indispensable que haya transcurrido un año, desde que obtuvieron el Divorcio, dejando al arbitrio judicial, el poder reducir este término, tomando en cuenta la fecha del auto por el cual quedaron separados provisionalmente los cónyuges y también cuando al cónyuge divorciado le quede bajo su responsabilidad la custodia de los hijos.

El Código Civil de Jalisco, plantea un año:

Artículo 420. En virtud del divorcio, los cónyuges recobrarán su entera capacidad para nuevo matrimonio.


El cónyuge que haya dado causa al divorcio ,no podrá volver a casarse, sino después dos años, a contar desde que se decretó el divorcio.

Para que los cónyuges que se divorcien voluntariamente puedan volver a contraer matrimonio, es indispensable que haya transcurrido un año desde que obtuvieron el divorcio.

Mismo término de un año se plantea en los códigos civiles de Guanajuato, Veracruz y de Tamaulipas

Considerando lo anterior, el plazo de dos años que plantea nuestro Código Civil, no solamente no está acorde con ordenamientos similares de otros estados y del propio Distrito Federal, sino que además, como ya vimos, sanciona con igual severidad a quienes optan por la vía del diálogo, que a quién haciendo caso omiso de las solicitudes de conciliación, orilla al cónyuge inocente a buscar el divorcio a través de un proceso contencioso.

Por ello, se considera necesario homologar el plazo para que los cónyuges que obtengan el divorcio por mutuo consentimiento puedan volver a contraer nupcias en un año, como está señalado en las otras legislaciones.

A diferencia del actual Código Civil para el Distrito Federal que ha suprimido totalmente los plazos, consideramos que es conveniente un lapso de tiempo prudente de doce meses, para que las personas recién divorciadas puedan armonizar su vida y asuman con plenitud emocional, física y económica, una nueva etapa matrimonial

Es importante señalar que disminuir el lapso de tiempo, no alienta a las parejas a buscar el divorcio, puesto que el propio Código Civil establece un procedimiento de conciliación y salvaguardas legales que se deben cumplir y que satisfacen la función de hacer reflexionar a la pareja sobre la importancia del paso que están dando.” 

TERCERO.-  Conforme al párrafo primero del artículo 362 del Código Civil, el divorcio disuelve el vínculo del matrimonio y deja a los cónyuges en aptitud de contraer otro.

En armonía con dicho precepto, el artículo 383 del Código en cita, dispone que en virtud del divorcio, los cónyuges recobrarán su entera capacidad para contraer nuevo matrimonio y que el cónyuge que haya dado causa al divorcio no podrá volver a casarse sino después de dos años, a contar desde que la sentencia de divorcio causó ejecutoria; pesando igual prohibición sobre quienes se divorcien voluntariamente.

Ahora bien, la autora de la iniciativa considera que tratar de igual manera a quienes se divorcian voluntariamente y a quien ha dada causa al divorcio, entraña un despropósito, toda vez que el primer supuesto implica una sanción para quien con su conducta ha dado lugar al divorcio, lo que no acontece en el caso de un divorcio por mutuo consentimiento, en el que ambos consortes están de acuerdo en disolver el matrimonio que los une.

Además, añade la autora de la iniciativa, conforme a la legislación comparada se distingue una y otra hipótesis, pues mientras en el caso del cónyuge que haya dado causa al divorcio, se establece, a modo de sanción, que éste no puede contraer nuevas nupcias sino hasta pasados dos años contados a partir de la fecha en que la sentencia de divorcio causó ejecutoria; en tratándose del muto consentimiento, el término para ambos cónyuges es de un año.

Así las cosas, y tomando en consideración que en el caso de divorcio por muto consentimiento el termino que establece la ley para que los divorciados puedan contraer nuevas nupcias no es una sanción, se estima oportuno distinguir este supuesto de aquél en el que un uno de los cónyuges o ambos hayan dado causa al divorcio y no tratar de la misma manera hipótesis que son diferentes, aun cuando en última instancia la finalidad sea la misma; es decir, la disolución del vínculo matrimonial, pues en un caso  uno de los cónyuges o ambos habrán dado lugar a esa disolución y en el otro es el mutuo disenso el que da motivo a ella.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el Artículo 383 del Código Civil de Coahuila, para quedar en los términos siguientes:

ARTÍCULO 383. En virtud del divorcio, los cónyuges recobrarán su entera capacidad para contraer nuevo matrimonio.

El cónyuge que haya dado causa al divorcio no podrá volver a casarse sino después de dos años, a contar desde que la sentencia de divorcio causó ejecutoria. Para que los cónyuges que se divorcien voluntariamente, puedan volver a contraer matrimonio es indispensable que haya transcurrido un año.
TRANSITORIOS

Artículo Primero.- Esta reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Artículo Segundo.- Las personas con sentencias definitivas de divorcio por mutuo consentimiento que contemplen la prohibición de dos años a la entrada en vigor de la presente reforma, se entenderá reducido el plazo a un año.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado José Francisco Cortés Lozano ( Coordinador ), Diputado José Antonio Jacinto Pacheco, Diputado Francisco Saracho Navarro, Diputado Román Alberto Cepeda González, diputado Demetrio Antonio Zuñiga Sánchez, Diputado José Luis Alcalá de la Peña, Diputado Juan Carlos Ayup Guerrero, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez. Saltillo, Coahuila, a 31 de julio de 2006. 
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DICTAMEN de la Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar el artículo 110 de la Ley de Hacienda Para el Estado de Coahuila; el artículo 9 fracción III, de la Ley de Seguridad Pública del Estado y el artículo 12 fracción III de la Ley Reglamentaria del Registro Público del Estado propuesta por el diputado Juan Alejandro de Luna González, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión extraordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 de agosto del año en curso, se acordó turnar a las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones   de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas,  la Iniciativa para reformar el artículo 110 de la Ley de Hacienda Para el Estado de Coahuila; el artículo 9 fracción III, de la Ley de Seguridad Pública del Estado y el artículo 12 fracción III de la Ley Reglamentaria del Registro Público del Estado propuesta por el diputado Juan Alejandro de Luna González, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I y II 103 fracción I, 104 fracciones IV y XI y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa, para reformar el artículo 110 de la Ley de Hacienda Para el Estado de Coahuila; el artículo 9 fracción III, de la Ley de Seguridad Pública del Estado y el artículo 12 fracción III de la Ley Reglamentaria del Registro Público del Estado propuesta por el diputado Juan Alejandro de Luna González, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

“ Cuatro Ciénegas es un municipio de nuestro estado que se distingue a nivel nacional e internacional por ser lugar de hechos históricos y científicos que han trascendido sus fronteras.

Por un lado, el ecosistema formado por océanos milenarios que conserva una fauna endémica; y por otro, la sucesión de héroes nacionales que ha dado el pueblo de Cuatro Ciénegas a Coahuila y a México, entre los que destaca Don Venustiano Carranza, Gobernador de Coahuila, Presidente de México y forjador de nuestra Constitución,

Sin embargo, y pese a ser un municipio ampliamente conocido por los hechos anteriormente descritos, existe una tendencia a la mala escritura de su nombre. En varios textos e inclusive en ciertas leyes, al referirse al municipio se escribe "Cuatrociénegas" formando una sola palabra, siendo lo correcto "Cuatro Ciénegas" es decir dos palabras separadas.

Es importante señalar que el nombre de Cuatro Ciénegas deriva precisamente de las ciénegas que se forman en torno a las pozas y de donde toma su nombre.

y no solamente es la costumbre la que reclama el nombre del municipio, sino que tiene carácter oficial como se reconoce en la Constitución Política del Estado en su artículo 158 que se lee como sigue:

Art. 158. El Estado tiene como base de su división territorial el Municipio Libre. Son Municipios del Estado: Abasolo, Acuña, Allende, Arteaga, Candela, Castaños, Cuatro Ciénegas, Escobedo, Francisco 1. Madero, Frontera, General Cepeda, Guerrero, Hidalgo, Jiménez, Juárez, Lamadrid, Matamoros, Monclova, Morelos, Múzquiz, Nadadores, Nava, Ocampo, Parras, Piedras Negras, Progreso, Ramos Arizpe, Sabinas, Sacramento, Saltillo, San Buenaventura, San Juan de Sabinas, San Pedro, Sierra Mojada, Torreón, Viesca, Villa Unión y Zaragoza.

Por tanto como podemos apreciar nuestra Carta Magna es muy puntual en cuanto al nombre del municipio de Cuatro Ciénegas, como dos palabras, por lo que es menester reformar aquellas leyes que contengan la toponimia incorrecta y corregirla, tanto por el principio jurídico de supremacía constitucional, como por el respeto que nos merece el municipio en cuestión.
.

Las leyes que contienen dicho error y se propone reformar son las siguientes:

1. Ley de Hacienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza, que dice:

Artículo 110.- (REFORMADO, P.O. 29 DE DICIEMBRE DE 1998)

Las tarifas establecidas en los artículos 104, 105-B, 105-F Y 105-J, 107 Y 108, se reducirán en un 50%, cuando el establecimiento para el que se expida la autorización y licencia anual se encuentre en alguno de los siguientes municipios: Abasolo, Candela, Castaños, Cuatrociénegas, Escobedo, General Cepeda, Guerrero, Hidalgo, Jiménez, Juárez, Lamadríd, Morelos, Nadadores, Ocampo, Progreso, Sacramento, Sierra Mojada, Viesca, Villa Unión y Zaragoza.

2. Ley de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza

Artículo 9. - Para efectos de lo dispuesto en /a presente ley existirán las siguientes regiones:

I.  ....

II. .....

 III. Centro- Desértica que comprende los municipios de Monclova, Abasolo, Candela, Castaños, Cuatrociénegas, Escobedo, Frontera, Lamadrid, Nadadores, Ocampo, Sacramento, San Buenaventura y Sierra Mojada.

IV. ......

3. Ley Reglamentaria del Registro Público del Estado de Coahuila de Zaragoza

Artículo 12. - Para efectos del servicio el Registro Público estará integrado por ocho oficinas con residencia, respectivamente, en las Ciudades de Saltillo, Torreón, Monclova, Piedras Negras, Sabinas, Acuña, Parras y San Pedro, las cuales tendrán las siguientes circunscripciones territoriales:

I ..........

II ..........
III.. Oficina de Monclova: que comprende el municipio del mismo nombre y los de Abasolo, Escobedo, Candela, Castaños, Cuatrociénegas, Frontera, Lamadrid, Nadadores, Ocampo, San Buenaventura, Sacramento y Sierra Mojada.

IV. ...

En atención a lo anterior, se propone sustituir "Cuatrociénegas" como palabra única, por "Cuatro Ciénegas" en dos palabras, y así ser justos al nombrar correctamente a un municipio que de suyo ha aportado y sigue aportando mucho al desarrollo de Coahuila.” 
TERCERO.-  Destaca el autor de la Iniciativa que ahora se estudia y dictamina por estas Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Finanzas, la anfibología existente  respecto al nombre del Municipio de Cuatro Ciénegas, pues tan pronto aparece en textos legales y de historia o geografía como Cuatrocienegas, formando una sola palabra; como también, que es la forma correcta, con dos palabras, Cuatro Ciénegas.

Establecido lo anterior, como bien lo observa el autor de la iniciativa, la denominación de Cuatro Ciénegas deriva de las ciénegas que se forman en torno a las pozas, de donde toma su nombre.

Lo anterior es así, pues esta región debe su nombre a los abundantes manantiales existentes en los cuatro puntos cardinales de la zona que formaban  ciénegas; de ahí que el toponímico sea el de Cuatro Ciénegas y no Cuatrocienegas, no sólo por la razón antes apuntada,  sino porque en la Constitución Política del Estado, se alude a este Municipio con el nombre de Cuatro Ciénegas; por ende, en la legislación secundaria, en la que aparezca como nombre el de Cuatrocienegas, se hace necesario hacer las adecuaciones correspondientes, no solo para cohonestar el texto legal con el texto constitucional, sino además, por las razones geográficas antes apuntadas.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, la siguiente:

INICIATIVA DE REFORMA Al ARTÍCULO 110 DE LA LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE COAHUILA, Al ARTÍCULO 9 FRACCIÓN III DE LA LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA Y AL ARTÍCULO 12 FRACCIÓN III DE LA LEY REGLAMENTARIA DEL REGISTRO PÚBLICO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

Artículo 1o.- Se reforma el artículo 110 de la Ley de Hacienda para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 110. - Las tarifas establecidas en los artículos 104, 105-8, 105-F Y 105-J, 107 Y 108, se reducirán en un 50%, cuando el establecimiento para el que se expida la autorización y licencia anual se encuentre en alguno de los siguientes municipios: Abasolo, Candela, Castaños, Cuatro Ciénegas, Escobedo, General Cepeda, Guerrero, Hidalgo, Jiménez, Juárez, Lamadrid, Morelos, Nadadores, acampo, Progreso, Sacramento, Sierra Mojada, Viesca, Villa Unión y Zaragoza.

Artículo 2o.- Se reforma el artículo 9 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 2o.- Se reforma el artículo 9 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 15.- Para efectos de lo dispuesto en la presente ley existirán las siguientes regiones:

l. a III. ..

IV. Centro-Desértica que comprende los municipios de Monclova, Abasolo, Candela, Castaños, Cuatro Ciénegas, Escobedo, Frontera, Lamadrid, Nadadores, Ocampo, Sacramento, San Buenaventura y Sierra Mojada.
V. a VI....

……….

Artículo 3o.- Se reforma el artículo 12 de la Ley Reglamentaria del Registro Público del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 12.- Para efectos del servicio el Registro Público estará integrado por ocho oficinas con residencia, respectivamente, en las Ciudades de Saltillo, Torreón, Monclova, Piedras Negras, Sabinas, Acuña, Parras y San Pedro, las cuales tendrán las siguientes circunscripciones territoriales:

l. ...

111. Oficina de Monclova: que comprende el municipio del mismo nombre y los de Abasolo, Escobedo, Candela, Castaños, Cuatro Ciénegas, Frontera, Lamadrid, Nadadores, Ocampo, San Buenaventura, Sacramento y Sierra Mojada.

IV. ...

TRANSITORIOS

Artículo Único.- Esta reforma entrará en vigor: al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y Finanzas, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado Raúl Xavier González Valdés ( Coordinador ), Diputado José Luis Moreno Aguirre, Diputado Jesús María Montemayor Garza, Diputado Guadalupe Sergio Resendiz Boone, Diputado Julián Montoya de la Fuente, Diputado Cesar Flores Sosa, Diputado Luis Gurza Jaidar, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado Jorge Alberto Guajardo Garza. Saltillo, Coahuila, a 20 de septiembre de 2006. 
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DICTAMEN de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar el Capítulo Segundo del Título Cuarto de la Ley de Desarrollo cultural Para el Estado de Coahuila, propuesta por la diputada Julieta López Fuentes y los diputados Guadalupe Sergio Reséndiz  Boone, Juan Carlos Ayup Guerrero y Horacio de Jesús del Bosque Dávila, del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión extraordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de agosto del año en curso, se acordó turnar a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales,  la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa para reformar el Capítulo Segundo del Título Cuarto de la Ley de Desarrollo cultural Para el Estado de Coahuila, propuesta por la diputada Julieta López Fuentes y los diputados Guadalupe Sergio Reséndiz  Boone, Juan Carlos Ayup Guerrero y Horacio de Jesús del Bosque Dávila, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, y  103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa, para reformar el Capítulo Segundo del Título Cuarto de la Ley de Desarrollo cultural Para el Estado de Coahuila, propuesta por la diputada Julieta López Fuentes y los diputados Guadalupe Sergio Reséndiz  Boone, Juan Carlos Ayup Guerrero y Horacio de Jesús del Bosque Dávila, del Grupo Parlamentario  “ Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las  consideraciones siguientes:

“ El Título Cuarto de la Ley del Desarrollo Cultural Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se refiere al Instituto Coahuilense de Cultura; y, el Capítulo Segundo de dicho Título, cuya reforma se propone, regula los Órganos del Instituto; sin embargo, los artículos 128 y 129 que forman parte de dicho Capítulo, nada tienen que ver con la estructura orgánica de la dependencia, pues el primero se refiere al patrimonio de ella, y el segundo a los beneficios fiscales que le son conferidos.

Así las cosas, a efecto de que esos preceptos tengan un lugar congruente en la Ley de Desarrollo Cultural, se propone reformar los Capítulos Segundo y Tercero del Título Cuarto de la Ley de Desarrollo Cultural, para que esos artículos pasen del Capítulo Segundo a integrar el Capítulo Tercero, que se denominará" Del Patrimonio del Instituto "; y el Capítulo Tercero se constituya como Capítulo Cuarto.

Con esta reforma se garantiza una mejor claridad en la lectura e interpretación de la ley en comento, todo ello en beneficio de los ciudadanos, aclarando que no se modifica la esencia de lo dispuesto en la Ley.”

TERCERO.-  La Iniciativa que ahora se estudia y dictamina, sin modificar el contenido de la Ley del Desarrollo Cultural Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, al reordenar el Capítulo Segundo del Título Cuarto de la misma, así como el Capítulo Tercero del mismo Título y adicionarlo con un Capítulo Cuarto,  logra una congruencia interna entre la denominación de los Capítulos y el contenido de los mismos.

En efecto, el Capítulo Segundo del Título Cuarto, cuya reforma se propone, se refiere a “ Los Órganos del Instituto”; sin embargo, los artículos 128 y 129 de dicho capítulo, nada tienen que ver con los órganos del Instituto, pues el primero regula su patrimonio y el segundo alude a los beneficios fiscales.

Establecido lo anterior, la propuesta que ahora se examina enmienda la incongruencia de la Ley al reformar el Capítulo Tercero, denominándolo “ Del Patrimonio del Instituto ” e incluyendo en él los artículos 128 y 129  con los números 129 y 130, dado que éste último pasó a ser el artículo 128.

Finalmente, el anterior Capítulo Tercero,  pasa a ser el Capítulo Cuarto, respetándose su denominación y contenido.

Todas y cada una de las adecuaciones que se hicieron a la Ley de Desarrollo Cultural Para el Estado de Coahuila de Zaragoza se estiman procedentes, ya que le dan mayor claridad  y facilitan su consulta e interpretación.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO QUE REFORMA El CAPÍTULO SEGUNDO DEL TÍTULO CUARTO DE LA LEY DEL DESARROLLO CULTURAL PARA El ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el Capítulo Segundo del Título Cuarto de la ley del Desarrollo Cultural Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, así como el Capítulo Tercero del mismo Título y se adiciona dicho Título con un Capítulo Cuarto, para quedar de la manera siguiente:

CAPÍTULO SEGUNDO 

LOS ÓRGANOS DEL INSTITUTO
ARTÍCULO 117. . . . . . . . . . . 

ARTÍCULO 118. . . . . . . . . . .

ARTÍCULO 119. . . . . . . . . . . 

ARTÍCULO 120. . . . . . . . . . .

ARTÍCULO 121. . . . . . . . . . . 

ARTÍCULO 122. . . . . . . . . . .

ARTÍCULO 123. . . . . . . . . . .

ARTÍCULO 124. . . . . . . . . . . 

ARTÍCULO 125. . . . . . . . . . . 

ARTÍCULO 126. . . . . . . . . . . 

ARTÍCULO 127. . . . . . . . . . .

ARTÍCULO 128. El RÉGIMEN LABORAL. las relaciones laborales entre el Instituto y su personal se regirán por el Estatuto de los Trabajadores al Servicio del Gobierno del Estado y demás disposiciones legales aplicables.

CAPÍTULO TERCERO

DEL PATRIMONIO DEL INSTITUTO

ARTÍCULO 129.- El PATRIMONIO DEL INSTITUTO. El patrimonio del Instituto se integrará:

I.
Con los bienes muebles e inmuebles con que actualmente cuenta, así como con las aportaciones que en su favor hagan los gobiernos federal, estatales y municipales.

II. 
Con los recursos presupuestales que anualmente le asigne el Gobierno del Estado.

III. 
Con las aportaciones, donaciones y legados en dinero o en especie que reciba de personas físicas y morales por cualquier concepto.

IV. 
Con los derechos, productos, aprovechamientos y rendimientos que obtenga de la realización de sus actividades y por la prestación de servicios públicos a su cargo; y

V. 
En general, los frutos o productos de cualquier clase que obtenga de sus bienes y servicios, así como los subsidios, aportaciones, donativos o productos financieros que por cualquier título legal reciba.

ARTÍCULO 130. LOS BENEFICIOS FISCALES. El Instituto gozará de los beneficios fiscales, estatales o municipales que las leyes correspondientes concedan a organismos de naturaleza similar.

En el supuesto de que se efectúe la disolución y liquidación del organismo, los bienes muebles e inmuebles que formen parte de su patrimonio pasarán a formar parte del dominio del estado, según sea el caso, de conformidad con las disposiciones aplicables de la Ley General de Bienes.

CAPÍTULO CUARTO

LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS CULTURALES
ARTÍCULO 131. LA JUNTA DIRECTIVA COMO PROTECTORA DE LOS DERECHOS CULTURALES. la Junta Directiva del Instituto es el cuerpo colegiado de conocer las quejas por violación a los derechos culturales.

ARTÍCULO 132. El DERECHO DE QUEJA Toda persona podrá presentar ante la Junta Directiva del Instituto, queja por presunta violación a sus derechos culturales.

ARTÍCULO 133. El PROCEDIMIENTO. la Junta Directiva del Instituto, una vez recibida la queja señalará fecha y hora para desahogar una audiencia y pedirá un informe circunstanciado a la autoridad responsable.

ARTÍCULO 134. LA AUDIENCIA En la audiencia, la Junta Directiva le hará saber al quejoso y a la autoridad responsable las opciones probables para solucionar la queja. Si elige cualquiera de ellas, levantará el acta respectiva con el convenio o la medida conducente para resolver la queja.

En caso contrario, la Junta Directiva del Instituto emitirá una recomendación a la autoridad responsable para solucionar el conflicto.

TRANSITORIOS.

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 11 de septiembre de 2006. 
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DICTAMEN de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de reforma para adicionar un tercer párrafo a la fracción XXXIV del artículo 67 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Partido de la Revolución Democrática; el diputado Alfredo Garza Castillo del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el diputado César Flores Sosa del Partido Acción Nacional y el diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 6 de junio del año en curso, se acordó turnar a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales,  la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa de reforma para adicionar un tercer párrafo a la fracción XXXIV del artículo 67 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Partido de la Revolución Democrática; el diputado Alfredo Garza Castillo del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el diputado César Flores Sosa del Partido Acción Nacional y el diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, y  103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa, de reforma para adicionar un tercer párrafo a la fracción XXXIV del artículo 67 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Partido de la Revolución Democrática; el diputado Alfredo Garza Castillo del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el diputado César Flores Sosa del Partido Acción Nacional y el diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo, se basa en las consideraciones siguientes:

“ La reforma que se propone busca otorgar plena claridad al proceso de fiscalización, que constitucionalmente se encomienda al Congreso del Estado, fundamentalmente en dos aspectos: Por un lado, señalar expresamente que tendrán carácter de información pública, los resultados de la revisión practicada a las cuentas públicas, una vez que el Congreso del Estado apruebe el dictamen correspondiente. El segundo aspecto se relaciona con los plazos, que la propia Constitución establece, para que el Congreso emita los dictámenes relativos a las cuentas públicas. Ya hemos señalado con anterioridad que el proceso de fiscalización o ejercicio del control patrimonial del Estado, encomendado al Congreso, es una función de orden público, por lo que para cumplir con el principio de certeza jurídica, el texto constitucional debe contener los plazos y términos para su desahogo.

En relación al primer aspecto es indispensable considerar la sentencia emitida, con fecha 23 de noviembre de 2005, por el Pleno del Tribunal Constitucional Local, en el expediente CIL-001/2005, relativo a la Cuestión de Inconstitucionalidad planteada por el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública.

La sentencia de mérito establece claramente que, una vez aprobados los dictámenes correspondientes a las cuentas públicas de las entidades sujetas a fiscalización, la información relativa a los resultados de la revisión, será pública. Lo anterior se patentiza con los razonamientos que se contienen en la sentencia, mismos que se transcriben a continuación:

"Lo plasmado por el legislador en los preceptos que generan la duda del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, no contraviene precepto constitucional alguno, habida cuenta de que si atendemos a los diversos dispositivos de la Constitución Política del Estado que tienen relación con la materia en comento, y de la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, en una interpretación contextual de los mismos, obtendremos un término mínimo, durante el cual la información de las cuentas públicas relativas a los tres procesos tendientes a conocer los resultados de las gestiones financieras realizadas por las entidades públicas será reservada, pero una vez concluidos dichos procesos la  información de las cuentas públicas deberá ser pública."

No obstante lo anterior, la información de los resultados de la revisión a las cuentas públicas, se ha mantenido como información reservada. No se quiere aceptar que ya pasaron aquellos tiempos en que la información sobre el manejo de los fondos públicos era secreta, dando lugar a la corrupción y la impunidad. Hoy, todos los funcionarios del Gobierno del Estado, empezando por el Ciudadano Profesor Humberto Moreira Valdés, manifiestan su compromiso de transparencia y honestidad en el manejo de los fondos públicos, por lo que resulta insostenible que sea este Congreso, a través de su órgano técnico de fiscalización, quien se constituya en el principal obstáculo para que los ciudadanos, cumpliendo las formalidades que la ley de la materia establece, accedan al conocimiento de la información de los resultados de la revisión de las cuentas públicas.

Ahora bien, la información de las cuentas públicas no solo se refiere al dictamen aprobado por el Pleno del Congreso, sino a la información generada con motivo de los "tres procesos tendientes a conocer los resultados de las gestiones financieras realizadas por las entidades públicas", tal y como lo señala el Tribunal Constitucional Local, en la parte de la sentencia citada, lo que nos conduce a afirmar que tendrá carácter de información pública no reservada, el informe previo, rendido por la Contaduría Mayor de Hacienda, mismo que da sustento técnico y jurídico al dictamen de la Comisión, una vez que éste último sea aprobado por el Pleno del Congreso del Estado.

Ello es así porque la revisión de las cuentas de las entidades públicas, tiene por "objeto conocer los resultados de las gestiones financieras respectivas y comprobar si se han ajustado a los correspondientes presupuestos de egresos", tal como lo dispone el segundo párrafo de la fracción XXXIV, del artículo 67, de la Constitución Política del Estado. Si consideramos que dichos resultados se contienen en el dictamen que aprueba el Pleno del Congreso, y que su soporte jurídico y técnico se fundamenta en el informe previo, rendido por la Comisión de la Contaduría Mayor de Hacienda, resulta inconcuso que ambos guardan una relación vinculante, puesto que al ser uno, el sustento del otro, y adquirir éste último el carácter de información pública, el informe previo de la Contaduría Mayor de Hacienda, no puede ser sino información pública no reservada, en tanto se constituye en el sustento jurídico y técnico de la resolución pública emitida por la autoridad fiscalizadora.

Por ello se propone establecer expresamente que, una vez recaído el acuerdo donde el Congreso apruebe o desapruebe las cuentas públicas que fueron fiscalizadas, a partir de ese momento, el dictamen, sus anexos y el informe rendido por el órgano fiscalizador, adquiera el carácter de información pública, tal y como lo razona el Pleno del Tribunal Constitucional Local en la sentencia definitiva dictada en la cuestión de inconstitucionalidad a que se ha hecho referencia.

Únicamente se exceptúan de esta regla, aquellos documentos e informes que sean entregados a la Procuraduría de Justicia del Estado, pero en ese caso, la reserva de la información se mantendrá solo por el tiempo durante el que se integre la averiguación.

Por otro lado, la adición que se propone se vincula con el plazo dispuesto en el primer párrafo de la fracción XXXIV del artículo 67 constitucional, señalando expresamente que vencido el plazo de noventa días, deberá presentarse el dictamen correspondiente a la consideración del Pleno.

También se dispone que la comisión competente para elaborar el dictamen, podrá prorrogar el término para presentarlo, pero deberá obtener la autorización del Pleno, mediante votación calificada de las dos terceras partes de los votos de los legisladores y que, en todo caso, la prorroga concedida no podrá ser mayor a treinta días naturales.

Con esta reforma se garantiza que el Congreso del Estado, a través del órgano superior de fiscalización, cumpla su obligación constitucional en un plazo razonable y se termine, de una vez. por todas, con el rezago que todas las legislaturas han tenido en este rubro.

Compañeras y Compañeros Diputados:

Nuestro propósito es acabar con la simulación y la demora en la fiscalización de las cuentas públicas que se expresa en interpretaciones ilegales de normas reglamentarias que han hecho interminable el ejercicio de la facultad fiscalizadora alejándose del espíritu original del legislador que era, y debe ser, garantizar que los fondos públicos se manejen de manera honesta y sean administrados en beneficio de los coahuilenses.”

TERCERO.-  Proponen los autores de la iniciativa la adición de un tercer párrafo a la fracción XXXIV del artículo 67 de la Constitución Política del Estado, para el efecto de establecer que una vez  sometidas a votación las cuentas públicas, el dictamen, sus anexos y el informe del órgano superior de fiscalización, tendrán a partir de ese momento el carácter de información pública.

Establecido lo anterior,  esta Comisión advierte que el artículo 67 de la Constitución Política del Estado, consagra las atribuciones que corresponden al Poder Legislativo; y por ende,  la adición que se propone, resulta totalmente fuera de lugar, pues una cosa es que corresponda al Poder Legislativo la revisión, discusión y en su caso la aprobación de las cuentas públicas y otra muy distinta la determinación del momento en que dichas cuentas deben ser consideradas como información pública.

Por lo demás, y para mayor ilustración, esta Comisión de Gobernación  y Puntos Constitucionales estima oportuno transcribir diversos artículos de la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda

ARTICULO 5°.- Para efectos de esta ley, se entiende por:

(ADICIONADA, P.O. 30 DE JUNIO DE 1998) 

VII.- Informe técnico: Son los documentos que contienen el resultado de las actuaciones que realiza la Contaduría Mayor de Hacienda, en el ámbito de las facultades que le confiere la presente Ley.

(REFORMADA, P.O. 14 DE ENERO DE 2005) 
VIII.- Informe previo: Es el documento que presenta la Contaduría Mayor de Hacienda a la Comisión de la Contaduría Mayor de Hacienda del Congreso del Estado, en el cual se establecen los resultados de la fiscalización efectuada a las entidades sujetas de esta ley, y el que constituye el sustento técnico y jurídico del dictamen correspondiente que se somete a consideración del Pleno del Congreso del Estado.

(ADICIONADA, P.O. 14 DE ENERO DE 2005) 
IX.- Información reservada: Es la relativa al proceso de fiscalización de las cuentas publicas.

El proceso de fiscalización comprenderá desde el inicio de auditoria hasta el Informe previo. 

(ADICIONADA, P.O. 14 DE ENERO DE 2005) 
X.- Dictamen de la Comisión de la Contaduría Mayor de Hacienda: Es el documento que contiene el resultado de auditoria, que la Comisión presenta al Pleno del Congreso del Estado para su revisión, discusión y, en su caso, aprobación de las cuentas públicas trimestrales.

El dictamen tendrá carácter público una vez que sea aprobado por el Pleno del Congreso del Estado, mientras ello no suceda, la Comisión de la Contaduría Mayor de Hacienda deberá guardar reserva de su información.

ARTICULO 29.- . . . . . . 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
(ADICIONADO, P.O. 14 DE ENERO DE 2005) 
El resultado de las actuaciones que, con motivo de sus funciones, realiza la Contaduría Mayor de Hacienda a las entidades sujetas de fiscalización, así como el Informe Previo, estarán contenidos en el dictamen que la Comisión de la Contaduría Mayor de Hacienda presenta al Pleno del Congreso del Estado para su revisión, discusión y, en su caso, aprobación de las cuentas públicas trimestrales de las entidades sujetas de fiscalización.”

Así las cosas, por disposición legal es información reservada la relativa al proceso de fiscalización y este comprende desde el inicio de la auditoria a la entidad pública hasta el informe previo. Las preposiciones desde y hasta tienen un indiscutible sentido temporal, la primera para indicar el punto en el tiempo en que empieza a suceder una cosa, la segunda para indicar el término o límite temporal; luego, el mismo sentido gramatical de la fracción IX del artículo 5° de la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, no deja lugar a dudas de que la información será reservada dentro del término del proceso de fiscalización y pública después de concluido éste.

A su vez, conforme a la fracción VIII del precitado artículo 5°, el informe previo es el documento que presenta la Contaduría Mayor de Hacienda a la Comisión de la Contaduría Mayor de Hacienda del Congreso del Estado, en el cual se establecen los resultados de la fiscalización efectuada a las entidades sujetas de esta ley, y el que constituye el sustento técnico y jurídico del dictamen correspondiente que se somete a consideración del Pleno del Congreso del Estado y el dictamen, conforme a la fracción X, es el documento que contiene el resultado de auditoria, que la Comisión presenta al Pleno del Congreso del Estado para su revisión, discusión y, en su caso, aprobación de las cuentas públicas trimestrales, lo que guarda congruencia con el párrafo tercero del artículo 29 trascrito con antelación.

Ahora bien, por disposición legal,  una vez que el dictamen sea aprobado por el Pleno del Congreso del Estado, tendrá carácter público; empero, mientras ello no suceda, la Comisión de la Contaduría Mayor de Hacienda y lo mismo la Legislatura local, deberán guardar reserva de su información.

Así las cosas, es la propia Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, la que en el segundo párrafo de la fracción X, del artículo 5°, dispone que el dictamen tendrá carácter público una vez que sea aprobado por el Pleno del Congreso del Estado; y, para que ninguna duda quede al respecto, se establece además, que mientras ello no suceda, la Comisión de la Contaduría Mayor de Hacienda deberá guardar reserva de su información; por ende, contra lo que sostienen los autores de la iniciativa, la observancia de la ley por parte del Congreso, no propicia la opacidad por parte de su órgano técnico de fiscalización.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, el  siguiente:

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, debe desestimarse la iniciativa que propone adicionar un tercer párrafo a la fracción XXXIV del artículo 67 de la Constitución Política del Estado para el efecto de que en tratándose de las cuentas públicas, el dictamen y sus anexos tenga carácter público una vez que sea aprobado por el Pleno del Congreso, pues la reforma que se propone es materia de una ley y no de reforma constitucional ya que no se refiere a la estructura y funcionamiento de los Poderes Públicos ni a las garantías fundamentales del individuo ni a la organización del Estado ni a la calidad de sus habitantes, amen de que se encuentra ya contenida en la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 18 de septiembre de 2006. 
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DICTAMEN de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de reforma para adicionar un tercer párrafo al artículo 45 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Partido de la Revolución Democrática; el diputado Alfredo Garza Castillo del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el diputado César Flores Sosa del Partido Acción Nacional y el diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 6 de junio del año en curso, se acordó turnar a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales,  la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa de reforma para adicionar un tercer párrafo al artículo 45 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Partido de la Revolución Democrática; el diputado Alfredo Garza Castillo del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el diputado César Flores Sosa del Partido Acción Nacional y el diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, y  103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa, de reforma para adicionar un tercer párrafo al artículo 45 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Partido de la Revolución Democrática; el diputado Alfredo Garza Castillo del Partido Unidad Democrática de Coahuila; el diputado César Flores Sosa del Partido Acción Nacional y el diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo, se basa en las consideraciones siguientes:

El propósito central de la presente iniciativa es, como ya se señaló, establecer que la ley que reglamente la organización y funcionamiento del órgano superior de fiscalización del Congreso del Estado, no pueda ser sujeta al procedimiento de veto, ni necesite ser promulgada por el titular del Poder Ejecutivo Estatal para que tenga vigencia;

Actualmente, esta calidad solo está conferida a la Ley Orgánica del Congreso del Estado, pues representa la garantía constitucional para preservar la soberanía, autonomía e independencia del Poder Legislativo en relación al Poder Ejecutivo. Sostenemos que esta garantía también debe ser otorgada a la ley que reglamente la organización y funcionamiento del órgano superior de fiscalización pues, a través de ese instrumento normativo, el Poder Legislativo cumple una de sus facultades sustanciales, como lo es, la revisión de las cuentas públicas, tanto de las entidades de la Administración Pública Estatal, como de los Ayuntamientos del Estado.

Como lo señala Jorge Fernández Ruiz, en su ensayo "Reestructuración del órgano superior de fiscalización en las entidades federativas", "La historia demuestra que uno de los peligros en todo Estado es la posible corrupción de los servidores públicos; el propósito de prevenirla y evitarla, contribuye a considerar y reconocer a la fiscalización o control patrimonial del Estado como una función pública, definible como actividad técnica y esencial del ente estatal, dirigida a vigilar, comprobar y evaluar las actividades de los órganos, dependencias y servidores del sector público a cuyo cargo está el manejo de los fondos, valores, bienes y derechos del ente estatal. ”1

Por su naturaleza jurídica, la fiscalización o control patrimonial del Estado es una función pública, cuyo ejercicio está conferido constitucionalmente al Congreso del Estado que, a su vez, lo desempeña a través de un órgano técnico que, actualmente se denomina Contaduría Mayor de Hacienda.

I FERNÁNDEZ RUIZ, JORGE. "Reestructuración del Órgano Superior de Fiscalización de las Entidades Federativas" en "Las Entidades Federativas en la Refonna Constitucional." Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Autónoma de México, primera edición, México, 2005. Página 31.

Sin embargo, el ejercicio de esta función pública no es, ni puede ser exclusivo del Poder Legislativo. En efecto, nuestra legislación establece un primer nivel de vigilancia sobre el ejercicio del gasto público, a cargo de órganos de control tales como las contralorías internas que funcionan en los Ayuntamientos, en las secretarías del Gobierno Estatal, en los órganos descentralizados y en los órganos autónomos.

Un segundo nivel de vigilancia lo ejerce el titular del Poder Ejecutivo a través de las Secretarías de Finanzas y de la Función Pública. La primera, en conformidad a lo dispuesto en el primer párrafo de la fracción XXXIV, del artículo 67, de la Constitución Política del Estado, está obligada a examinar y glosar la cuenta pública estatal, antes de que sea remitida al Congreso del Estado. Por su parte, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, la Secretaría de la Función Pública se constituye como una dependencia especializada en la vigilancia y control, tanto del ejercicio presupuestal como del patrimonio público del Estado.

El tercer nivel de vigilancia está representado por la función pública de fiscalización o control patrimonial del Estado que ejerce el Poder Legislativo, a través de su órgano técnico de fiscalización.

No obstante lo anterior, mientras los primeros niveles de vigilancia son internos, el tercer nivel de fiscalización, esto es, el conferido constitucionalmente al Poder Legislativo, es un control externo. Dicho en otras palabras, la función pública de vigilancia y control patrimonial realizado por el titular del Poder Ejecutivo, como jefe de la Administración Pública Estatal, así como por los órganos atinentes municipales y de los organismos autónomos, al ser interna, implica la limitación objetiva de ser juez y parte, puesto que es obvio que dichos órganos de control forman parte integrante del ente que se vigila y fiscaliza.

En cambio, el Poder Legislativo ejerce una función pública que, por su propia naturaleza, es externa, ajena a los entes públicos sobre los cuales se ejerce la facultad fiscalizadora, por lo que, constitucionalmente, esta facultad se constituye en la instancia definitiva de fiscalización y control patrimonial del Estado de Coahuila, y cuyas resoluciones, en su caso, solo podrán ser modificadas por las instancias jurisdiccionales competentes.

Lo anterior no es obstáculo para reconocer que, como ya lo han señalado los Diputados del Partido Acción Nacional, al fiscalizarse a si mismo, el Poder Legislativo es juez y parte, lo que contribuye a fomentar la percepción de opacidad en la rendición de cuentas del Congreso del Estado.

Peor aún es el caso del órgano fiscalizador, la Contaduría Mayor de Hacienda, cuyas cuentas públicas, según la fracción I del artículo 4° de su Ley Orgánica, son revisadas por una de las comisiones permanentes del Congreso del Estado.

Externamos nuestra seguridad de que no solo es deseable, sino necesaria y urgente, una profunda reforma que derive en la constitución de un órgano verdaderamente autónomo que ejerza la facultad de fiscalización y control patrimonial del Estado.

La rendición de cuentas no agota, como muchos lo suponen, con informar sobre el estado financiero que guarda la administración del patrimonio público. La rendición de cuentas, en lo que concierne al ejercicio presupuestal, es la revisión, examen, valoración, comprobación y fiscalización del manejo que los servidores públicos, de todos los niveles, realizan en el cumplimiento de sus funciones, con el objetivo central de verificar el manejo honesto y eficiente de lo que constituye el patrimonio público de los coahuilenses.

Sin embargo, antes de proponemos reformas de mayor envergadura, que respondan a las nuevas exigencias que nos plantea el desarrollo democrático de la sociedad, debemos establecer la garantía constitucional de que la función pública fiscalizadora, encomendada al Poder Legislativo, podrá ser ejercida con libertad e independencia del Poder Ejecutivo Estatal. Para ello, resulta indispensable consagrar, constitucionalmente, que la ley expedida por el Congreso, en la que se reglamente la organización y funcionamiento del órgano superior de fiscalización, no pueda ser vetada ni necesite de la promulgación del Ejecutivo Estatal para tener vigencia.

Una interpretación funcional, así como lo que ahora se denomina, interpretación conforme a la Constitución, del vigente artículo 45, de la Constitución Política del Estado, en relación a los diversos 62 fracciones IV, V, VI Y VII, 66, 82 fracciones I y XIV, 83 Y 84 fracción 111, del mismo ordenamiento jurídico, nos permite arribar a la conclusión de que, si existe prohibición expresa para que el Ejecutivo Estatal pueda vetar la Ley Orgánica del Congreso, lo que se patentiza al disponer que la vigencia de-ella no requerirá de la promulgación del Poder Ejecutivo, tampoco tendrá dicho Poder, la facultad de iniciar leyes en la materia vedada al veto. Esto es así, porque el artículo 45 constitucional, de manera expresa, prohíbe el ejercicio de la facultad de veto, en la materia específica que se regula, lo que entraña, per se,
la falta de competencia para iniciar leyes o decretos en la materia excluida de la facultad de veto. Cualquier interpretación diferente a la que se postula, conduciría a estimar que el Ejecutivo puede iniciar leyes sin que necesariamente tenga el derecho a realizar observaciones (lo que constituye la facultad de veto) las que tienen como efecto directo detener el proceso legislativo y obligar, al Congreso del Estado, a superar las observaciones mediante la votación calificada de las dos terceras partes de los votos de los legisladores. Sostener lo anterior significa una denegación fáctica al derecho del Poder Ejecutivo, consignada constitucionalmente, de iniciar, ante el Poder Legislativo, leyes o decretos, toda vez que dicha facultad necesariamente debe contener la facultad de veto, a efecto de garantizarle su prerrogativa de iniciativa y ser parte activa en el proceso legislativo en los términos señalados por la Constitución. Luego, entonces, cuando la norma constitucional, señala que en una materia específica el Ejecutivo no puede ejercer la facultad de veto, debe entenderse que la ausencia de esa facultad implica, necesariamente, la falta de competencia para iniciar leyes en esa materia, toda vez que la prohibición, establecida concretamente para la ley que regula la organización y funcionamiento del Poder Legislativo, debe entenderse como la garantía constitucional que tutela la soberanía, independencia y autonomía del Congreso del Estado, en relación al Poder Ejecutivo.

Ahora bien, si la función pública de control que realiza el Congreso del Estado, a través de su órgano superior de fiscalización, es consustancial a la organización y funcionamiento del Poder Legislativo, la expedición de la ley que reglamente la actuación de la Contaduría Mayor de Hacienda, debe contar con la misma garantía constitucional que protege la soberanía, autonomía e independencia del Congreso del Estado.

TERCERO.-  Proponen los autores de la inactiva que ahora se estudia y dictamina que la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda no pueda ser vetada ni necesite de la promulgación del Ejecutivo para tener vigencia.

En pro de su tesis, sostienen los autores de la iniciativa que conforme al artículo 45 de la Constitución Política del Estado, la Ley Orgánica del Congreso no puede ser vetada ni necesita de la promulgación del Ejecutivo para tener vigencia y que siendo la Contaduría Mayor de Hacienda el órgano superior de fiscalización del Congreso del Estado, su Ley Orgánica debe contar con la misma garantía que protege la soberanía, autonomía e independencia del Congreso del Estado y por ende estar excluida de la facultad del ejecutivo para vetarla y menos aun para promulgarla.

Por razón de método, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales estima necesario hacer las acotaciones siguientes.

El proceso legislativo  pasa por diversas etapas que son: Iniciativa de la Ley, discusión, aprobación, sanción, promulgación e iniciación de la vigencia; dicho proceso encuentra consagración legislativa en el artículo 62 de la Constitución Política del Estado.

La iniciativa de la ley es el acto por el cual determinados órganos del Estado o los ciudadanos electores, someten a la consideración del Congreso un proyecto de ley; en el caso del Estado de Coahuila, conforme al artículo 59 de la Constitución Política local, esa facultad corresponde:

I. A los Diputados.

II. Al Gobernador del Estado.

III. Al Tribunal Superior, en materia de Administración de  Justicia y Codificación.

(REFORMADA, P.O. 20 DE MARZO DE 2001)

IV. A los Ayuntamientos del Estado, en todo lo concerniente a su competencia municipal. En este caso, la iniciativa se presentará por conducto del presidente municipal, previo acuerdo de la mayoría de los miembros presentes de los Ayuntamientos.

(ADICIONADA, P.O. 13 DE OCTUBRE DE 2001)

V. Al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, en todo lo concerniente a su competencia. En este caso, la iniciativa se presentará por conducto del consejero presidente, previo acuerdo del Consejo General.

(ADICIONADA, P.O. 13 DE OCTUBRE DE 2001)

VI. A los ciudadanos electores coahuilenses, en los términos que establezca la ley.

Sin embargo, como se advierte del propio precepto, la facultad de iniciar leyes no es absoluta, pues algunos órganos, como el Tribunal Superior, los Ayuntamientos del Estado y El Instituto Electoral y de Participación Ciudadana tienen limitada esa atribución, ya que sólo podrán iniciar leyes en materia de Administración de Justicia y Codificación, en todo lo concerniente a la competencia municipal  y a la materia electoral, lo que no excluye la facultad de los Diputados o del Gobernador para formular iniciativas referentes a esas materias.

En otros casos, por disposición constitucional, la facultad de iniciar leyes es excluyente, tal es la hipótesis del artículo 45, cuya adición se propone, pues conforme a dicha norma, es el Congreso del Estado quien expedirá la ley que regule su estructura y funcionamiento internos e igualmente, conforme al artículo 67 fracción XXXVIII de la Constitución Política del Estado, es atribución del Poder Legislativo expedir la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda.

Establecido lo anterior, esta Comisión considera innecesario el trabajo hermenéutico desarrollado por los autores de la iniciativa para impedir al Ejecutivo la facultad de iniciar  leyes en  lo que se refiere a la Contaduría Mayor de Hacienda, ya que por disposición constitucional esa atribución corresponde expresamente al Legislativo.

La sanción de la ley es el acto por el cual el Ejecutivo acepta en sus términos  una iniciativa; por el contrario, el “ derecho de veto ”  - del latín veto, prohíbo – es la facultad del ejecutivo para negar su asentimiento a la iniciativa aprobada por el Congreso.

Así las cosas, resulta perfectamente comprensible y lógico que la Ley Orgánica del Congreso no pueda ser vetada por el Ejecutivo y no necesite de su promulgación para tener vigencia, pues dicha restricción tutela la soberanía, independencia y autonomía del Congreso del Estado; empero,  si por las razones apuntadas puede justificarse esa limitación cuando se trata del Poder Legislativo, no puede predicarse lo mismo en lo que se refiere a la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, aun cuando la facultad de iniciativa respecto de la misma corresponda al Congreso.

En efecto, como los propios autores de la Iniciativa lo reconocen, la Contaduría Mayor de hacienda es un órgano de control externo,  que no sólo incide en la esfera de los poderes Ejecutivo y Judicial, sino además en otros niveles de gobierno, como lo es la fiscalización de las cuentas municipales y de organismos públicos autónomos; por ende,  la naturaleza de la Ley Orgánica del Congreso, que regula su estructura y funcionamiento, es muy distinta de la que se refiere a la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda;  y, por lo mismo, no se justifica, como lo pretenden los autores de la iniciativa, que se de el mismo trato a una y otra ley; pues al trascender su actividad el ámbito interno del Poder Legislativo, el derecho de veto del Ejecutivo  y la facultad  que tiene de promulgar la ley, en nada se oponen a la atribución del Legislativo para iniciarla, ya que  constitucionalmente el derecho de veto no es absoluto, dado que si la ley vetada es aprobada nuevamente, el Ejecutivo tiene obligación de promulgarla. 

Establecido lo anterior, la adición que se propone al artículo 45 de la Constitución Política del Estado, para el efecto de que la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de hacienda no pueda ser vetada por el Ejecutivo ni necesite de su promulgación, se estima innecesaria.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, el  siguiente:

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, debe desestimarse la iniciativa que propone adicionar con un tercer párrafo el artículo 45 de la Constitución Política del Estado para el efecto de que la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda no pueda ser vetada por el ejecutivo ni necesite de su promulgación.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 18 de septiembre de 2006. 
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales relativo a los Oficios de los C. C. Raúl Ramón Noriega, Profesor Enrique Moreno Hernández, Profesora Eglantina Fernández González, Sergio Saúl Guadalajara Ruiz, Profesora Eugenia Margarita Sánchez Contreras, Doctor Jesús Andrés Aguilar Villa y Armando de la Rosa López, Regidores y Síndico del R. Ayuntamiento de Nava, Coahuila, mediante los cuales solicitan la destitución del Secretario del Ayuntamiento, del Tesorero, del Director de Seguridad Pública y del Director de Imagen Urbana de dicho municipio; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 8 de Agosto del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, los Oficios a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión los Oficios de los C. C. Raúl Ramón Noriega, Profesor Enrique Moreno Hernández, Profesora Eglantina Fernández González, Sergio Saúl Guadalajara Ruiz, Profesora Eugenia Margarita Sánchez Contreras, Doctor Jesús Andrés Aguilar Villa y Armando de la Rosa López, Regidores y Síndico del R. Ayuntamiento de Nava, Coahuila, mediante los cuales solicitan la destitución del Secretario del Ayuntamiento, del Tesorero, del Director de Seguridad Pública y del Director de Imagen Urbana de dicho municipio; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- 
Que esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, y  103 fracción  XV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Los C. C. Raúl Ramón Noriega, Profesor Enrique Moreno Hernández, Profesora Eglantina Fernández González, Sergio Saúl Guadalajara Ruiz, Profesora Eugenia Margarita Sánchez Contreras, Doctor Jesús Andrés Aguilar Villa y Armando de la Rosa López, Regidores y Síndico del R. Ayuntamiento de Nava, Coahuila, manifiestan en los oficios a que se ha hecho referencia, que solicitan la destitución del C. Jorge Luis Medina Ojeda en su calidad de Director del Departamento Municipal de Imagen Urbana toda vez que para crear la citada dependencia el Presidente Municipal no contó con la autorización del Ayuntamiento, como lo establece el artículo 118 del Código Municipal, ni tampoco existe partida aprobada en el Presupuesto de Egresos para ese fin.

Además, señalan los denunciantes que el Presidente Municipal al tolerar el irregular proceder del susodicho Jorge Luis Medina Ojeda, no armoniza el funcionamiento de los distintos órganos de Gobierno Municipal, como lo previene la fracción IX del artículo 104 del ordenamiento antes mencionado.

En diverso oficio,  solicitan los promoventes el apoyo de esta legislatura para que se destituya al C. Arturo Mejía Hernández como Director de Seguridad Pública del Municipio de Nava por sus desplantes autoritarios que perjudican a la ciudadanía, amen de que dan una mala imagen a la población pues el susodicho servidor público ni siquiera cumple con su horario de trabajo.

En otro de los oficios,  solicitan también la intervención de esta legislatura para que sea destituido el C. Tesorero Municipal Héctor Mario Gallardo, por considerar que su actuación es nociva para el municipio, ya que el manejo de los recursos municipales se hace a su juicio y consideración, alejado del criterio de una distribución justa y acorde a las demandas y necesidades del municipio, amen de que se  ha hecho una serie de contratos con medios de comunicación sin que hayan sido aprobados en una sesión de cabildo.

Finalmente, aducen los denunciantes  que el C. Secretario del Ayuntamiento fue impuesto por el C. Presidente Municipal haciendo uso de su voto de calidad, en contra de la oposición  de la mitad del Cabildo.

Añaden que el susodicho servidor público es incondicional del Presidente Municipal y que su actuación va en contra del Ayuntamiento como cuerpo colegiado y de la propia ciudadanía a la que trata de manera inadecuada; amen de que no cumple con sus funciones de Secretario, pues no programa las Sesiones Ordinarias ni da curso legal a los acuerdos de Cabildo ni comunica a los Regidores y Síndicos los asuntos relacionados con su competencia, además de que invade funciones propias del Presidente Municipal y de los Directores de Departamento, razones todas ellas por las que solicitan la destitución de dicho servidor público.

TERCERO.-  Conforme a la fracción XI de la Constitución Política del Estado de Coahuila,  son atribuciones del Poder Legislativo, suspender ayuntamientos; declarar que estos han desaparecido; suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros; designar concejos municipales en aquellos casos en que proceda y a quienes deban suplir las ausencias temporales o absolutas de alguno de los miembros del Ayuntamiento, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en esta Constitución y en los demás ordenamientos aplicables.

A su vez, el artículo 158-L  de la Constitución Política local, dispone:

“ El Congreso del Estado, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes y por causa grave que determine la ley, podrán suspender Ayuntamientos o, en su caso, Concejos Municipales, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, siempre y cuando, en todos estos casos, se les otorgue las garantías de audiencia y de legalidad.”

Congruente con las disposiciones constitucionales antes citadas, el Código Municipal previene en sus artículos 69 y 70 lo siguiente:

(REFORMADO, P.O. 20 DE MARZO DE 2001)

“ El Congreso del Estado, como lo establece el artículo 115 de la  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 158-L de la Constitución Política del Estado de Coahuila, por acuerdo de las dos terceras partes del total de sus integrantes, podrá suspender ayuntamientos o, en su caso, Concejos Municipales, declarar que éstos han desaparecido, suspender  o revocar el mandato de alguno o algunos de sus miembros.”

“ El Congreso del Estado de Coahuila, ejercerá la facultad de suspender, revocar o declarar desaparecida la autoridad municipal, como medidas esencialmente reconstructivas del orden constitucional a fin de mantener la paz pública, evitar los vacíos de autoridad, garantizar el funcionamiento regular de los ayuntamientos y respetar el sufragio popular.”

Como fácilmente se advierte, la facultad Constitucional y legal del Congreso es para suspender ayuntamientos o declarar que estos han desaparecido, lo que implica la facultad de suspender, revocar o declarar desaparecida la autoridad municipal; no así,  la que se refiere a los diversos servidores públicos  designados en algunos casos por la propia autoridad municipal o en otros por el propio Presidente Municipal, conforme a su competencia.

Establecido lo anterior, y dado que la autonomía municipal se encuentra garantizada constitucionalmente, esta Soberanía se ve impedida para destituir a diversos servidores públicos de la administración municipal de Nava, no siendo ocioso dejar asentado que conforme a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila y al Código Municipal,  será  la Contraloría Municipal la dependencia a quien incumba la vigilancia, fiscalización, control y evaluación de los ingresos, gastos, recursos, bienes y obligaciones de la administración pública municipal; pues específicamente, conforme a la fracción XVI del artículo 133 del Código Municipal, compete a esa dependencia el conocimiento e investigación  de los actos, omisiones y conductas de los servidores públicos para fincar responsabilidades administrativas, aplicando las sanciones correspondientes en los términos que las leyes señalen y, en su caso, turnar al Síndico los asuntos cuyos hechos se consideren constitutivos de delito a fin de que éste presente la denuncia y/o querella correspondiente ante el Ministerio Público, presentándole para tal efecto la colaboración que se le requiera.

Así las cosas, con absoluto apego y respeto a la autonomía municipal, hágase del conocimiento del C. Presidente Municipal del Municipio de Nava, Coahuila, la inconformidad presentada por diversos Regidores y el Síndico de dicho Ayuntamiento,  en contra del C. Secretario del mismo, del C. Tesorero  y de los C. C. Directores de Seguridad Pública y de Imagen Urbana, cuya destitución solicitan, para que en uso de sus atribuciones, procure armonizar el funcionamiento de los distintos órganos de Gobierno Municipal, como lo establece el Código de la materia. 

Por lo expuesto y fundado, esta Comisión somete a la consideración de esta Legislatura para su estudio, discusión y aprobación en su caso, el siguiente
DICTAMEN

ÚNICO.  Con absoluto apego y respeto a la autonomía municipal, hágase del conocimiento del C. Presidente Municipal del Municipio de Nava, Coahuila, la inconformidad presentada por diversos Regidores y el Síndico de dicho Ayuntamiento,  en contra del C. Secretario del mismo, del C. Tesorero  y de los C. C. Directores de Seguridad Pública y de Imagen Urbana, cuya destitución solicitan,  para que en uso de sus atribuciones, procure armonizar el funcionamiento de los distintos órganos de Gobierno Municipal, como lo establece el Código de la materia.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 26 de septiembre de 2006. 
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Dictamen de las Comisiones Unidas de Salud y Seguridad Pública de la Quincuagésima Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo, sobre “Investigación y evaluación del caso de brote de hepatitis en el penal de Monclova”, la cual fue presentada por la Diputada Silvia Garza Galván, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado, el día 13 de junio del año en curso, trató lo relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “Investigación y evaluación del caso de brote de hepatitis en el penal de Monclova”, planteada por la Diputada Silvia Garza Galván integrante del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional. 

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, y de conformidad con lo dispuesto por los artículos, 199, 251 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado se dispuso que dicha Proposición con Punto de Acuerdo fuera turnada a estas Comisiones Unidas de Salud y Seguridad Publica para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que en virtud de lo anterior, y toda vez que las Comisiones Unidas de Salud y Seguridad Pública son competentes para conocer sobre el asunto turnado por el acuerdo del Pleno de este Honorable Congreso, conforme a lo dispuesto en los artículos 112, 115, 132, 134,135, 142 y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO. Que no pasa desapercibido para las que dictaminan que la Hepatitis “C” es una infección que tiene gran afinidad por el tejido del hígado y que afecta a más de 170 millones de personas en todo el mundo. El virus puede producir una infección aguda que se puede hacer crónico en un 50-80 % de los casos. Un 20% de los pacientes progresará a cirrosis en los 10 años posteriores al contagio.

TERCERO.- Que el virus de Hepatitis “C” se contagia fundamentalmente a través de la sangre, pocas veces por relaciones sexuales y excepcionalmente de madre a hijo. Siendo en estos Centros de Readaptación Social los principales portadores del mencionado virus los usuarios de drogas por vía intravenosa, o intramuscular, los portadores de tatuajes cuando no se cumple con las medidas de higiene preventiva y las personas que usan jeringas o agujas contaminadas.

CUARTO.- Que estas comisiones unidas de Salud y Seguridad Pública solicitaron a la Secretaría de Salud la información correspondiente a las medidas preventivas que llevan a cabo en los CERESOS de nuestro Estado; y del análisis y revisión se detecta que a la fecha no han aumentado los casos de infección de hepatitis “C”; toda vez que al ingreso de cada interno se les realizan los exámenes pertinentes para verificar si existe alguna enfermedad contagiosa. 

QUINTO.- Que estas Comisiones Unidas de Salud y Seguridad Pública consideran que las acciones coordinadas del Sector Salud con las autoridades sanitarias de los CERESOS de Coahuila, llevan a cabo la detección oportuna de cualquier enfermedad contagiosa; además de llevar a cabo platicas informativas de prevención para evitar así posibles contagios. 

Atenta a las consideraciones que anteceden, esta Comisión emite el siguiente:

DICTAMEN

UNICO.-  Resulta procedente que este Honorable Congreso del Estado envíe un atento y respetuoso exhorto al Secretario de Salud, al Secretario de Seguridad Publica y al  Director de Prevención y Readaptación Social en el Estado, para que en la medida de su competencia sigan implementando eficazmente exámenes exhaustivos y programas rigurosos de información, prevención, detección, tratamiento y control para erradicar la epidemia del virus de hepatitis “C” que impera  en los CERESOS  de Coahuila. 

Dado en  la Sala de Comisiones Plan de Guadalupe del Recinto Miguel Ramos Arizpe de la ciudad de Saltillo, Coahuila a 5 octubre del 2006.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones.

COMISION DE SALUD
Diputado. Javier Z’Cruz Sánchez

Coordinador
Dip. José Luis Alcalá de la Peña 

Dip. Juan Carlos Ayup Guerrero

Dip. Jorge Arturo Rosales Saade 


Dip. Alfredo Garza Castillo

COMISION DE SEGURIDAD PUBLICA

Dip. Miguel Ángel Riquelme Solís

Coordinador

Dip. Francisco Saracho Navarro


Dip. Alfio Vega de la Peña

Dip. Leocadio Hernández Torres


Dip. J. Antonio Jacinto Pacheco

Dip. Jesús Manuel Pérez Valenzuela


Dip. Virgilio Maltos Long 

DICTAMEN de las Comisiones Unidas del Agua y de Energía y Minas, de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo, "Apoyo a los grupos vulnerables por los altos cobros de diversos servicios".

ANTECEDENTES

PRIMERO.- Que con fecha de 11 de Agosto del presente año, se recibió en la Oficialía Mayor de este Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo relativa a que las Comisiones Unidas del Agua y de Energía y Minas, revisen el caso de "Apoyo a los grupos vulnerables por los altos cobros de diversos servicios" planteada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza. 

SEGUNDO.- Que la proposición con punto de acuerdo señalada en el punto que antecede, fue analizada en la sesión de la Diputación Permanente de éste H. Congreso del Estado, celebrada el día 15 de Agosto del presente año, y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 199, 251 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila; se dispuso que dicha Proposición con punto de acuerdo, fuera turnada a las Comisiones Unidas del Agua y de Energía y Minas, para su estudio y dictamen. 

CONSIDERANDO
PRIMERO.- Que en virtud de lo anterior, y toda vez que las Comisiones del Agua y de Energía y Minas, son competentes para emitir el presente dictamen, y conocer sobre los asuntos turnados por la Diputación Permanente, conforme a lo dispuesto en el artículos 113 y 126 de la Ley Orgánica de Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.
SEGUNDO.- Que en la citada proposición con Punto de Acuerdo, los promoventes solicitan a las Comisiones, se giren atentos exhortos a las empresas prestadoras de servicios públicos de Agua, Gas y Energía Eléctrica en el Estado con el propósito de apoyar a los grupos vulnerables y al momento de proceder a un corte en el suministro de alguno de los citados servicios, se considere bajo buen criterio la situación del usuario. 

TERCERO.- Estas Comisiones Dictaminadoras Ordinarias del Agua y de Energía y Minas, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 97; 102 fracción X y XXIV; 113; 126; 132; 134; 136; de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente: 

DICTAMEN

UNICO.- Gírense atentos oficios a las respectivas empresas prestadoras de servicios públicos de Agua, Gas y Energía Eléctrica en el Estado de Coahuila, con el propósito de apoyar a los grupos vulnerables y al momento de proceder a un corte en el suministro de alguno de los citados servicios, se considere bajo buen criterio la situación del usuario, tales como personas de la tercera edad, pensionados, jubilados, con capacidades diferentes, lo anterior de manera enunciativa mas no limitativa. 

Así lo acuerdan los diputados integrantes de las Comisiones Dictaminadoras del Agua y de Energía y Minas.
Saltillo, Coahuila. , a 28 de Septiembre del 20P6 I i
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DIP. SILVIA GPE. GARZA GALVÁN
COORDINADORA

DIP. JORGE A. ABDALA S.
DIP. ALFIO VEGA DE LA P.

DIP. JORGE A. GUAJARDO G.
DIP. REFUGIO SANDOVAL R.

DIP. ANTONIO JUAN MARCOS
DIP. ALEJANDRO DE LUNA

POR LA COMISION DE ENERGIA Y MINAS
DIP. JORGE A. GUAJARDO GARZA

COORDINADOR

DIP. SILVIA GPE. GARZA G. 
DIP. LEOCADIO HERNÁNDEZ T. 

DIP. JESÚS MA. MONTEMAYOR G. 
DIP. FRANCISCO JAVIER Z'CRUZ S. 

DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE CULTURA Y ACTIVIDADES CÍVICAS, DE LA QUINCUAGÉSIMO SÉPTIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RELATIVO A LA INICIATIVA DE DECRETO PARA QUE SE INSCRIBA CON LETRAS DE ORO EN EL MURO DE HONOR DEL SALÓN DE SESIONES DEL PALACIO DEL CONGRESO LA FRASE DEL PRESIDENTE JUÁREZ "ENTRE LOS INDIVIDUOS COMO ENTRE LAS NACIONES, EL RESPETO AL DERECHO AJENO ES LA PAZ". QUE PRESENTA EL DIPUTADO PROFR. GPE. SERGIO RESENDIZ BOONE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO "JESÚS REYES HEROLES", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL; Y, 

RESULTANDO

PRIMERO.- Que en sesión ordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 5 de octubre del año en curso, se acordó turnar a la Comisión de Cultura y Actividades Cívicas, la Iniciativa a que se ha hecho referencia. 

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión de Cultura y Actividades Cívicas, la INICIATIVA DE DECRETO PARA QUE SE INSCRIBA CON LETRAS DE ORO EN EL MURO DE HONOR DEL SALÓN DE SESIONES DEL PALACIO DEL CONGRESO LA FRASE DEL PRESIDENTE JUAREZ "ENTRE LOS INDIVIDUOS COMO ENTRE LAS NACIONES, EL RESPETO AL DERECHO AJENO ES LA PAZ". QUE PRESENTA EL DIPUTADO PROFR. GPE. SERGIO RESENDIZ BOONE, del Grupo Parlamentario " Jesús Reyes Heroles", del Partido Revolucionario Institucional; y, 

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones XXII, y 124 fracción V, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen. 

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Decreto para que se inscriba con Letras de Oro en el Muro de Honor del Salón de Sesiones del Palacio del Congreso la frase del Presidente Juárez "Entre Los Individuos Como Entre Las Naciones, El Respeto Al Derecho Ajeno Es La Paz". Que presenta el Diputado Profr. Gpe. Sergio Reséndiz Boone, del Grupo Parlamentario" Jesús Reyes Heroles", del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes: 

"Con motivo del Bicentenario del Natalicio del Presidente Juárez, el Congreso del Estado aprobó el Decreto que declara "2006, Año del Bicentenario del Lic. Benito Juárez, Benemérito de las Américas", uniéndose el Gobierno y el Pueblo de Coahuila a la conmemoración cívica nacional. 

En el programa de eventos conmemorativos, destacan los coloquios y placas con señalamientos históricos sobre la presencia del Presidente Juárez en Coahuila y la participación de los coahuilenses en la Reforma, contra la intervención extranjera y el imperio. 

El objetivo fundamental es fortalecer la identidad nacional, destacando la presencia y aportación de Coahuila y sus Municipios, en el desarrollo de la vida nacional y la participación de los coahuilenses en la historia patria. 

El Poder Legislativo, en coordinación con el Ejecutivo y Judicial, los Ayuntamientos, el Colegio Coahuilense de Investigaciones Históricas, la Asociación Estatal de Historiadores y Cronistas de Coahuila, A. C. y otras agrupaciones de la sociedad civil, participan en el fomento de la cultura cívica de los coahuilenses, a fin de reafirmar nuestros valores históricos, cívicos y culturales. 

Los coahuilenses han puesto de relieve el apoyo que el Presidente Juárez brindó a Coahuila para recuperar nuestro carácter de Estado Libre y Soberano mediante el Decreto No.5940 del 26 de febrero de 1864, así como de una serie de ordenamientos jurídicos que permitieron la fundación de comunidades coahuilenses con el reparto de tierras a soldados liberales por sus servicios a la República, que dieron fundamento jurídico a varias de nuestras municipalidades. El Municipio de Juárez, Coahuila, es el primero en el país que lleva el nombre del Benemérito de las Américas. 

El legado histórico e ideológico del Presidente Juárez, Mexicano Universal, forjador del México Moderno, tiene plena vigencia en la realidad política y social del momento actual, que se vive no sólo nuestro país sino también en el ámbito internacional, particularmente su apotegma: "ENTRE LOS INDIVIDUOS COMO ENTRE LAS NACIONES, EL RESPETO AL DERECHO AJENO ES LA PAZ" 

En el Congreso del Estado de Coahuila hemos refrendado las tesis, la ideología y el pensamiento juaristas, lección permanente de civismo para las actuales y futuras generaciones de mexicanos. 

El nombre del Lic. Benito Juárez encabeza la lista de distinguidos patriotas cuyos nombres están inscritos en el Muro de Honor de este Salón de Sesiones del Poder Legislativo. El Congreso del Estado, al autorizar la inscripción de su nombre con letras de oro, lo declaró Ciudadano Benemérito de Coahuila. 

El respeto al derecho representa uno de los más altos valores que ennoblece los justos reclamos y estamos convencidos también, que la democracia para que germine necesita la semilla de ese respeto al derecho. " 

TERCERO.- El Decreto en mención establece con precisión que el legado juarista constituye una base importante sobre la que se ha fincado el México de nuestros días, basado en principios y valores de respeto al estado de derecho. 

Para esta Comisión resulta de especial relevancia destacar que la frase que hoy se dictamina, forma parte de un discurso del Estadista Benito Juárez, pronunciado al triunfo de la República Restaurada. Es una pieza maestra, a la que se le dio lectura el 15 de julio de 1867, por lo que para proveer de mayor abundamiento y comprender en forma cabal la frase, nos permitimos transcribir la parte en donde se inserta la frase en mención: 

"Mexicanos: encaminemos ahora todos nuestros esfuerzos a obtener y a consolidar los beneficios de la paz. Bajo sus auspicios será eficaz la protección de las leyes y de las autoridades para los derechos de todos los habitantes de la República. 

"Que el pueblo y el gobierno respeten los derechos de todos. Entre los individuos como entre las naciones, el respeto al derecho ajeno es la paz. 

"Confiemos en que todos los mexicanos, aleccionados por la prolongada y dolorosa experiencia de las calamidades de la guerra, cooperaremos en lo de adelante al bienestar y a la prosperidad de la nación, que sólo pueden conseguirse con un inviolable respeto a las leyes y con la obediencia a las autoridades elegidas por el pueblo. 

"En nuestras libres instituciones, el pueblo mexicano es el árbitro de su suerte. Con el único fin de sostener la causa del pueblo durante la guerra, mientras no podía elegir sus mandatarios, he debido, conforme al espíritu de la Constitución, conservar el poder que me había conferido. Terminada ya la lucha, mi deber es convocar, desde luego, al pueblo para que, sin ninguna presión de la fuerza y sin ninguna influencia ilegítima, elija con absoluta libertad a quienquiera confiar sus destinos. 

"Mexicanos: hemos alcanzado el mayor bien que podíamos desear, viendo consumada, por segunda vez, la independencia de nuestra patria. Cooperemos todos para poder legarla a nuestros hijos en camino de prosperidad, amando y sosteniendo siempre nuestra independencia y nuestra libertad". 

En este marco, y como bien lo observa el autor de la iniciativa es de mérito el que esta frase, paradigma del Estado de Derecho, sea inscrito con letras de oro, junto a la lista de patriotas que enaltecen los muros de este Palacio Legislativo. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno, la siguiente: 

INICIATIVA DE DECRETO PARA QUE SE INSCRIBA CON LETRAS DE ORO EN EL MURO DE HONOR DEL SALÓN DE SESIONES DEL PALACIO DEL CONGRESO LA FRASE DEL PRESIDENTE JUÁREZ "ENTRE LOS INDIVIDUOS COMO ENTRE LAS NACIONES, EL RESPETO AL DERECHO AJENO ES LA PAZ". QUE PRESENTA EL DIPUTADO PROFR. GPE. SERGIO RESENDIZ BOONE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “ JESÚS REYES HEROLES", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 

PRIMERO. Inscríbase con letras de oro en el Muro de Honor del Salón de Sesiones del Palacio Legislativo la frase "ENTRE LOS INDIVIDUOS COMO ENTRE LAS NACIONES, EL RESPETO AL DERECHO AJENO ES LA PAZ". 

TRANSITORIOS

PRIMERO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
SEGUNDO. La inscripción del apotegma del Presidente Juárez se hará en Sesión Solemne del H. Congreso del Estado, como parte de los festejos conmemorativos del Bicentenario del Natalicio del Benemérito de las Américas. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Cultura y Actividades Cívicas, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Guadalupe Sergio Reséndiz Boone (Coordinador), Dip. Julieta López Fuentes, Dip. Antonio Juan-Marcos Villarreal, Dip. Juan Carlos Ayup Guerrero, Dip. José Ignacio Máynez Varela, Dip. José Antonio Jacinto Pacheco, Dip. Genaro Eduardo Fuantos Sánchez. 

Saltillo, Coahuila, a 16 de Octubre de 2006.
COMISIÓN DE CULTURA Y ACTIVIDADES CÍVICAS
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